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--Se abrió la sesión a las 10:52.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.



Nos corresponde esta mañana comenzar a discutir la Partida 09 Ministerio de Educación.



Quiero hacerles a los miembros de la Comisión Mixta un planteamiento para el tratamiento de esta Partida.



Primero, en cuanto a las indicaciones, se me pidió fijar un espacio para formularlas.



Yo planteo que se puedan presentar hasta el momento de empezar a discutir los Programas, si se pide debatirlos por separado, o la Partida. Ahí cerramos el plazo.



¿Habría acuerdo al respecto?



Acordado.



Segundo, están presentes en esta sesión el Vicerrector de Asuntos Económicos de la Universidad de Chile, señor Enrique Manzur; el Rector de la Universidad Mayor, señor Rubén Covarrubias; el Rector de la Universidad Alberto Hurtado, Padre Fernando Montes; el Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle; la Rectora subrogante de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, señora María Loreto Hoecker,  y el Rector de INACAP, señor Gonzalo Vargas.



No pudieron asistir el Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Manuel Zolezzi, y el Rector del DUOC-UC, señor Ricardo Paredes.



La idea es partir escuchando a nuestros invitados, quienes seguramente hablarán en representación no solo de sus universidades, sino también del sector que representan en el contexto de la educación superior.



Tras escucharlos los liberaremos, para continuar con nuestra sesión, durante la cual la Ministra de Educación, el Ministro de Hacienda y el Director de Presupuestos harán una exposición sobre la Partida Ministerio de Educación en su conjunto.



Luego vamos a abrir la inscripción para el debate propiamente tal de la Comisión Mixta.



¿Les parece darles la palabra en primer lugar a los representantes del mundo técnico-profesional?



Acordado.



Tiene la palabra el Rector de INACAP, señor Gonzalo Vargas, quien, según entiendo, viene además en representación de VERTEBRAL.

El señor VARGAS.- Muchas gracias, señor Presidente, por la invitación a participar en esta sesión.



Entiendo que cada uno de nosotros dispone de diez minutos.



Lo digo para no abusar del tiempo de la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Son diez minuto. Por supuesto, puede haber un pequeño tiempo adicional, pero no superior a un minuto.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, en primer término, quiero fijar los que a nuestro juicio debieran ser fines del desarrollo de la educación superior, de la reforma que ya vendrá, y especialmente, referirme a la manera de asignar los recursos.



A nuestro entender, el Presupuesto debiera estar orientado en primer lugar a apoyar a los estudiantes más vulnerables de Chile; a permitir aumentar la cobertura, particularmente a las personas provenientes de los primeros quintiles, y, al mismo tiempo, a satisfacer las necesidades de Chile en materia de personal calificado.



Pensamos que la educación técnico-profesional responde de manera privilegiada. Es la que atiende a la mayor proporción de estudiantes provenientes de los primeros deciles; la que forma a los más de 600 mil técnicos que faltan en nuestro país; la que permite la movilidad social en todas las regiones, incluso en las ciudades de menor tamaño. La mitad de sus educandos estudian en jornadas vespertinas; estudian y trabajan con gran sacrificio; en alta proporción provienen de los liceos técnicos; tienen una desventaja estructural cuando rinden la PSU y quieren acceder a la educación universitaria. En fin.



Si Chile quisiera aumentar la cobertura de la educación superior en los quintiles más bajos y deseara satisfacer sus necesidades urgentes de productividad y de calificación de la gente, debería privilegiar la educación superior técnico-profesional.



Eso es lo que va a permitir realmente una mayor movilidad social, una mayor equidad, una mayor productividad y, en definitiva, una mayor sustentabilidad en el desarrollo de Chile.



Lamentablemente, la manera como se están asignando los recursos no privilegia ese gran objetivo que debiera tener nuestro país. Lo que hace este proyecto es profundizar las diferencias existentes históricamente entre el sector universitario tradicional y el sector técnico-profesional.



Cabe recordar que hoy día la Beca Bicentenario ya cubre el cien por ciento del arancel de referencia, que, en promedio, es del orden de los 2 millones de pesos anuales, por carreras que duran cinco o seis años.



Un alumno de universidad tradicional recibe entre 10 y 12 millones de pesos del Estado para cursar sus estudios. Un alumno de carrera técnica que dura dos años recibe 600 mil pesos por dos años; es decir, un total de 1 millón 200 mil pesos.



¡10 a 12 millones un educando de universidad tradicional, 1 millón 200 mil uno de carrera técnica!



Para el Estado, hoy día un estudiante universitario vale lo mismo que ocho estudiantes de carrera técnica.



Con la propuesta que viene en este proyecto de Ley de Presupuestos, esa diferencia de ocho veces aumenta a trece veces. 



Los estudiantes de las universidades tradicionales van a recibir financiamiento del orden de los 3 millones de pesos, sin considerar los aportes fiscales directos y otros tipos de financiamiento.



Mientras, el financiamiento de las carreras técnicas permanece en el mismo valor, 600 mil pesos, que no se reajusta ni siquiera por el IPC de los últimos cuatro años.



Entonces, desde el punto de vista del objetivo de disminuir la desigualdad, debo connotar que se está aumentando la brecha que hay entre quienes ya tienen más posibilidades y aquellos que cuentan con menos oportunidades.



Como VERTEBRAL, hemos propuesto incrementar significativamente el valor de las becas, en particular la Nueva Milenio, que hoy día cubre menos de la mitad del arancel de referencia. 



Somos conscientes de que hay restricción presupuestaria. Pensamos que se puede lograr el financiamiento del arancel de referencia completo en un plazo de dos a tres años y llevarlo al promedio, que en la actualidad es del orden de 1 millón 350 mil a 1 millón 400 mil pesos, que es lo que define el propio Ministerio de Educación para el costo de las carreras técnicas.



Esa, a nuestro juicio, es la medida que más impacto puede tener. En el corto plazo, es plenamente operativa, pues el sistema de becas ya está funcionando. Todo lo que habría que hacer sería aumentar el valor de la beca que define la glosa.



Otro punto ha estado en el debate desde el 21 de mayo en adelante: la naturaleza jurídica de las instituciones.



Nosotros somos partidarios del financiamiento estudiantil en instituciones acreditadas. Creemos que no debe haber financiamiento estatal para instituciones no acreditadas.



Sin embargo, el requisito de que sean personas jurídicas sin fines de lucro deja afuera a la mayoría de los estudiantes, a la mayoría de las instituciones.



El Ministerio no ha permitido la transformación de las instituciones que hoy día están conformes a la ley, reconocidas por aquel, declaradas autónomas y acreditadas por el propio Estado; no ha permitido la transformación de esas instituciones en entidades sin fines de lucro, para poder cumplir los requisitos.



Hemos planteado desde el 22 de mayo en adelante que se permita hacer esa transformación. Lamentablemente, hasta el día de hoy ello no ha sido posible.



Aquí quiero destacar que en la actualidad hay dos tipos de instituciones que requerirían efectuar dicha transformación.



Unas, instituciones que están constituidas como sociedades pero cuyos dueños son corporaciones o fundaciones sin fines de lucro. Y hacer la transformación de sociedad a corporación o fundación no sería más que un trámite administrativo.



Sin embargo, hay otro grupo: instituciones con fines de lucro que efectivamente responden a entidades que han invertido en el sector de que se trata esperando un retorno y que, a nuestro juicio, hacen una contribución positiva y significativa a la educación superior de nuestro país, la que no se debiera perder. Respecto de ellas debiera plantearse un régimen de transición y de convergencia, tal vez con variantes. Pero tendría que considerarse como un proyecto de mediano plazo a través del cual esas entidades pudieran realizar la transición y la convergencia, si el Gobierno persevera en la idea de que no haya financiamiento estatal para estudiantes de instituciones con fines de lucro.



Ahí no estamos viendo una hoja de ruta, no estamos viendo un planteamiento. Y nos preocupa que cientos de miles de estudiantes estén quedando excluidos, sin que el Ministerio haga luces en cuanto a qué va a suceder con ellos en el futuro.



Por último -dadas las limitaciones de tiempo-, también quiero llamar la atención sobre algunos aspectos (está planteado en el proyecto sobre gratuidad) que, a nuestro juicio, responden a un sesgo -llamémoslo así- universitario y que no se corresponden con la realidad y las necesidades que tiene nuestro país en el ámbito de la educación superior técnico-profesional.



Por ejemplo, cuando se plantea una limitación de 2,7 por ciento al crecimiento de las vacantes, tal vez -y lo manifiesto sin hacer un juicio de valor- uno puede entender que algunas profesiones universitarias no se necesiten (y digo “algunas” porque quizá otras sí se necesiten).



Pero en el caso de la educación técnico-profesional, si tenemos una cobertura de 30 por ciento y queremos aumentarla al 50 o al 60 por ciento, por ejemplo, requiriendo el país 600 mil técnicos, plantear una restricción de 2,7 por ciento precisamente en las instituciones mejor acreditadas parece contradictorio con los objetivos nacionales.



Se plantea fijar un arancel regulado -como se ha dado en llamarlo- a partir de una fórmula pero que se basa en los aranceles de referencia, en circunstancias de que la metodología para determinar los aranceles de referencia no es para nada clara respecto a cómo se relacionan con los verdaderos costos de docencia. Al final, se hace un planteamiento en cuanto a que arancel regulado es el arancel de referencia más un máximo de 20 por ciento; o a que los cupos van a estar congelados con un crecimiento máximo del 2,7 por ciento pero dejando a la autoridad administrativa determinar arbitrariamente los aranceles de referencia, sin un mecanismo transparente y objetivo; o a dejar a la autoridad administrativa la decisión discrecional de qué institución puede crecer más del 2,7 por ciento y cuál no, de acuerdo a los antecedentes que provea la propia institución en una sede administrativa, entre cuatro paredes.



Nos parece que eso implica legislar sobre  un sistema que, aun cuando se dice que es transitorio, deja una amplia discrecionalidad a la autoridad administrativa, sin reglamentos, sin mecanismos objetivos y transparentes y bajo un sesgo de restricciones que no se condicen con las necesidades de nuestro país.



También en la línea de la transitoriedad del proyecto de Ley de Presupuestos de 2016, queremos señalar que lo más probable es que esta misma discusión se esté replicando el próximo año.



Al no tener una hoja de ruta, al no estar discutiéndose la reforma a la educación superior que se nos prometió originalmente (se anunció que iba a ser el segundo semestre del año pasado; después se dijo que iba a ser el primer semestre de este año; luego se señaló que iba a ser en septiembre; ahora se dice que va a ser en diciembre), pensar que vamos a tener una ley sobre reforma de la educación superior aprobada hacia el mes de julio o agosto del próximo año a mí me parece muy difícil.



Por lo tanto, consideramos que la transitoriedad del Presupuesto 2016 no es tal y que lo que hoy día se legisle va a estar incidiendo fuertemente también en la glosa del 2017 y probablemente tendrá  efectos, en algunos casos, irreversibles.



¿Qué ocurriría si las exigencias que se determinaran en el Congreso respecto a las entidades que entran a gratuidad fueran superiores a las que se están exigiendo hoy día?



Por ejemplo, ¿qué sucedería si alguna entidad, por años de acreditación, por su conformación jurídica, por sus estatutos, sí entrara el 2016 pero no cumpliera con los requisitos establecidos para el 2017 o 2018? ¿Va a salir de la gratuidad?



Hay muchas preguntas que no se están absolviendo. No creemos que el planteamiento del Ministerio esté alineado con las necesidades reales de nuestro país. No vemos que haya una hoja de ruta para esta llamada “transición”…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene un minuto más para redondear.

El señor VARGAS.- Por lo tanto -y con esto cierro mi intervención-, nos parece imprudente afectar profundamente el funcionamiento y las proyecciones de desarrollo de la educación superior en Chile, y consideramos que lo más razonable es avanzar en los mecanismos ya existentes, como el de las becas, y dejar la discusión de fondo al proyecto de reforma a la educación superior.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, por el CUECH, el Vicerrector de Asuntos Económicos de la Universidad de Chile, don Enrique Manzur.

El señor MANZUR.- Muchas gracias, señor Presidente.



Como ustedes saben, don Ennio Vivaldi, además de Rector de la Universidad de Chile, es Presidente del CUECH.



Por lo tanto, lo que quiero transmitir es la posición de las dieciséis universidades estatales, que, a la vez, forman parte del CRUCh.



En términos generales, las universidades estatales han adquirido un compromiso con la gratuidad. Los rectores tienen la convicción de que la glosa de gratuidad, entendiéndose que en este caso es transitoria, avanza en garantizar un derecho social para todos los que accedan a ella, sin discriminación y solo sobre la base de los méritos de los estudiantes beneficiarios.



Creemos que se debe avanzar hacia una mayor regulación del sistema. Han sido evidentes los problemas que ha tenido el ámbito universitario, en particular, y el de la educación, en general.



Los rectores de las universidades estatales apoyan fuertemente la idea de que se entregue financiamiento a las instituciones que no lucren y que cuenten con la calidad suficiente.



Es cierto que la acreditación es un indicador solo de calidad, pero es el que hoy está disponible.



Nuestra historia ha evidenciado las graves consecuencias en el actual mercado de la educación de los problemas de instituciones que, muchas veces, hacen promesas que después no cumplen.



Entendemos la gratuidad 2016 como una fórmula transitoria que será reemplazada con la entrada en vigencia de la ley de educación superior y que su principal fin es avanzar en la regulación de un sistema privado que hoy no entrega las garantías suficientes a sus estudiantes.



La principal garantía de no lucro y calidad de las instituciones privadas que se sumen a la fórmula presentada de la glosa 05 es comprometerse -y esto es muy importante- a liberar del copago a sus estudiantes. Este requisito -la liberación del copago- no estaría garantizado con una propuesta que aumente las becas en las condiciones actuales.



Por otra parte, las universidades estatales han intentado adaptarse, presupuestariamente, a una fórmula de gratuidad que debe ponderar situaciones de universidades muy distintas: privadas, públicas estatales, privadas nuevas, etcétera. Pero están dispuestas a hacer el esfuerzo que exige el compromiso del Estado por garantizar la gratuidad a los cinco primeros deciles.



Las universidades estatales tienen un compromiso inquebrantable, también, en las regiones donde están emplazadas, como ocurre, de hecho, con la mayoría. Y, por lo tanto, deben responder con mejores y mayores estándares de calidad. Para eso, asimismo se requieren aportes basales, en especial para las universidades regionales.



Cuando se habla de un sistema de educación y, en particular, de las universidades estatales, resulta extraño comprobar que solo el quince por ciento de los estudiantes que ingresan a la educación superior lo hacen a instituciones públicas estatales. Es de por sí una contradicción que sea minoritaria la participación de las universidades estatales en la provisión de educación superior y, en particular, de educación universitaria.



Respecto del crecimiento o de la restricción de este, la experiencia muestra que las universidades estatales han sido bastante poco agresivas en el crecimiento de su matrícula, y el solo hecho de que solo tengan el quince por ciento es el resultado de ello. Por lo tanto, como decía mi antecesor en el uso de la palabra, el rector de INACAP, obviamente en algún momento las universidades estatales debieran subir su matrícula.



Probablemente no es 2016 el año en que eso va a ocurrir, porque las universidades estatales son particularmente cuidadosas de que el crecimiento de su matrícula sea justificado, esté la infraestructura adecuada, existan los cuerpos docentes, de modo que solo se crecerá en aquellas cosas que estaban planificadas anteriormente.



De acuerdo con lo que nos ha informado el Ministerio, lo anterior estará garantizado independientemente del 2,7, en la medida en que las universidades demuestren que son proyectos que se venían estudiando con anticipación a conocerse los detalles del proyecto de gratuidad.



En particular, las universidades estatales le piden al Estado que, primero, financie planes de desarrollo que nivelen a las instituciones estatales con cuatro o menos años de acreditación institucional.



Como señaló en alguna entrevista el rector Vivaldi, que haya universidades privadas de menor calidad es algo que no debiéramos aceptar, pero que haya universidades estatales de menor calidad es un problema mayor y responsabilidad final del Estado. En consecuencia, debieran colocarse recursos para asegurar que las universidades estatales alcancen la calidad que el Estado defina como mínima para cualquier institución de educación superior.



Un segundo punto es que las universidades estatales entienden que las dos nuevas universidades en las regiones de O’Higgins y de Aisén deben ser adecuadamente financiadas -y asimismo los institutos tecnológicos estatales que se han prometido-, para que esos proyectos vean la luz de manera satisfactoria.



Como señalaba, respecto de la matrícula, si bien en 2016 obviamente es difícil que las universidades estatales puedan crecer, sí debiera incorporarse, en particular en la discusión de la ley de educación, el hecho de que un objetivo es el crecimiento de la matrícula total de las universidades estatales y de que se acerque a la que tienen las universidades estatales en los países desarrollados.



Por último, las universidades estales hacen el llamado a una mayor preocupación del Estado respecto de la infraestructura de estas universidades, que es financiada, muchas veces, con recursos generados por las propias universidades, pero que es parte del patrimonio estatal. Entonces, se solicita que haya recursos para el mantenimiento y creación de nueva infraestructura en las universidades estatales.



Para finalizar, quería compartir con ustedes, en mi calidad de Vicerrector de Asuntos Económicos, la experiencia en las discusiones que todos los vicerrectores de las veinticinco universidades del CRUCh han sostenido con al Ministerio respecto de los criterios y la forma de financiar la gratuidad.



Una de las cosas que a mí me llamaban la atención al ver los análisis en la prensa acerca de las eventuales brechas entre lo que recibiría una universidad con gratuidad o sin ella es que en esos análisis se deja fuera un factor clave, en el sentido de que todas las universidades, particularmente en relación con los cinco primeros deciles, no recaudan la multiplicación simple de su arancel por el número de estudiantes.



En términos técnicos, uno dice P por Q. Pero, en la práctica, ninguna universidad les cobra todo el arancel a todos los estudiantes, en especial a los de menores recursos. Por lo tanto, cuando comparo cuánto voy a recibir por gratuidad con P por Q, estoy haciendo un cotejo de alguna manera injusto, ya que estoy comparando con una situación ideal, en la cual la universidad es capaz de recaudar el ciento por ciento en los cinco primeros deciles de los recursos que debieran entregar los estudiantes.



En la práctica, se podría pensar que ese número difiere del ciento por ciento y es del orden del noventa o del ochenta, por las becas internas, por la morosidad, etcétera.



En consecuencia, uno tiene al menos la intuición de que los análisis que se muestran en la prensa respecto de los problemas de brecha entre lo que se recibiría por gratuidad y lo que se recibiría sin ella están sobreestimados.



Puedo señalar, con precisión, que la Universidad de Chile, desde 2010, les entregó una beca a los alumnos de los cuatro primeros deciles por la brecha entre el arancel de referencia y el arancel real del plantel, y que ese monto equivale a alrededor de un quince por ciento del total que se habría recaudado. En consecuencia, cuenta con un “colchón”, en otras palabras,…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir.

El señor MANZUR (Vicerrector de Asuntos Económicos de la Universidad de Chile).-… de quince puntos para la gratuidad, que le permiten enfrentar de buena manera el próximo año.



Entendemos que esa también es la realidad de las principales universidades del país, a pesar de que la información contable y financiera no siempre es tan clara como para entender exactamente cuál es la política específica que tuvo cada una.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Rubén Covarrubias, rector de la Universidad Mayor.

El señor COVARRUBIAS (Rector de la Universidad Mayor).- Señor Presidente, quiero comenzar mi exposición tomando las últimas frases del Vicerrector de Asuntos Económicos de la Universidad de Chile y representante del CUECh. Deduzco de su exposición que quizás los recursos faltantes para la gratuidad, en el presupuesto, pueden salir de las universidades del Estado, porque da la sensación de que en ellas existen presupuestos abultados.



¿Qué sabemos de esta “gran reforma”, como se la ha denominado, en sus casi dos años?



Tenemos el anuncio presidencial del 21 de mayo, en orden a una gratuidad para el sesenta por ciento.



Luego, un documento transversalmente criticado y relatado en word por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio.



En seguida, en un cónclave de los partidos oficialistas ya nos dicen que la gratuidad es solo para el 50 por ciento.



Lo más concreto, tal vez, es la glosa presupuestaria.



Y, además, existe una promesa, tal como lo planteaba el rector Vargas, reiteradamente postergada, de un proyecto de ley que incluiría la calidad, el financiamiento, la regulación y la institucionalidad.



En consecuencia, si pudiéramos hacer un resumen de estos dos años de discusión y después de nueve cambios en esta política pública, ¿qué tendríamos?



Nos encontraríamos con que nos está fijando los precios.



Obviamente, se están determinando las vacantes, por razones presupuestarias.



Tal vez lo más grave es una pérdida absoluta de la autonomía universitaria, de la que poco se ha hablado, pero que es un baluarte y un activo de nuestros planteles.



Sinceramente, pienso que se va a discriminar, más que a favorecer, a los estudiantes más pobres.



Y hemos visto, incluso en el Senado y en la Cámara de Diputados, una especie de rechazo transversal a la forma en que se está planteando la gratuidad, con la cual todos podríamos estar de acuerdo, pero no de la manera como se está planteando.



¿Cuáles son las inconsistencias de la política asumida?



Claramente, hay una respecto a la acreditación.



El propio Gobierno está siendo inconsistente con sus propias políticas públicas. En el caso de los centros de formación técnica, de los institutos profesionales y de las universidades del CRUCh, los años de acreditación no son relevantes. Pero a las universidades privadas -las tres que han sido invitadas- sí se les exige un mínimo de años. No entiendo cuál es la razón de fondo, pero es un hecho concreto.



Hay otra inconsistencia con relación a los estudiantes. Existe una discriminación hacia aquellos pertenecientes a los primeros cinco deciles y que no serán beneficiarios. De acuerdo con la ficha CASEN, 500 mil jóvenes deberían tener acceso a la gratuidad. El Gobierno nos ha planteado que solo alcanzaría para 220 mil.



Sinceramente, creo que una política pública que contemple una gratuidad que alcance a casi el 40 por ciento es errada en sus fundamentos.



Es obvio que existe una inconsistencia gigantesca en cuanto a la legalidad vigente.



La ley no distingue entre institutos profesionales y centros de formación técnica con lucro y sin este. Sin embargo, se desconoce abiertamente la libertad que tuvieron esas instituciones para escoger uno u otro camino. Me parece que en ese caso se está discriminando arbitrariamente en la entrega del beneficio.



Hay una inconsistencia con relación a lo que el Gobierno define como “autonomía”.



Hace solo algunos meses, este mismo Congreso aprobó una ley que eliminó la prohibición de incorporar alumnos en los equipos directivos: lo que se ha llamado “participación estudiantil”. La base y el sustento principal de ello fue la autonomía de las instituciones. Sin embargo, no cabe duda de que, con esta nueva política de gratuidad, se está imponiendo una determinada forma de gobernanza que va a violar la autonomía universitaria.



En seguida, ustedes lo han planteado en esta misma Sala: ¿es razonable que una política pública de fondo, que va a traer consecuencias que desconocemos, durante mucho tiempo, y que será irreversible, deba discutirse en sesenta días a través de una glosa presupuestaria?



Honestamente, creo que ello no corresponde y que, por mucho que se diga que será transitoria, esta característica es algo irreversible.



Ahora, ¿la gratuidad favorece la inclusión? Claramente, no. Y ya se ha discutido mucho al respecto, pero se desincentivará la admisión de jóvenes vulnerables, pues cada alumno significa aumentar la brecha del desfinanciamiento del sistema universitario.



Se ha hablado de una política de gratuidad universal. ¿Esta vale la pena?



Un artículo del profesor Manuel Agosin, decano de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, publicado hace tres o cuatro semanas en el diario La Tercera, explica exactamente la respuesta negativa, por qué ello es regresivo y por qué en un país pobre como Chile no es posible establecerla.



Cabe pensar, sobre todo, en que mantenemos deudas sociales que rayan en la inmoralidad.



De un sistema de subsidio a la demanda se pasa a un financiamiento de la oferta.



Se reemplaza -y así lo hemos leído en la prensa- la relación entre el estudiante y las instituciones de educación superior por otra en la que prima la relación entre el Estado y las instituciones, y se excluye de esta ecuación lo más importante en nuestro sistema universitario: los estudiantes.



Las instituciones ya no tendrán incentivos para crear proyectos educativos atractivos, sino que buscarán hacer valer su peso en las negociaciones con el Estado, como ya lo hemos visto en la prensa en los últimos días, en donde los rectores y la Ministra de Educación van a conversar con el Ministro de Hacienda y, por cierto, con dudosos resultados. 



La gratuidad se estaría financiando con la disminución del 50 por ciento en el ítem de becas, el 90 por ciento en el ítem de Fondo Solidario, y se adicionaría un poquito más de 220 millones de dólares para poder llegar a esta glosa de gratuidad.



Sin embargo, esta política implica necesariamente la fijación de precios. Ya lo han anunciado. Implica necesariamente fijar las vacantes. Ya lo han anunciado. Y, por cierto, el desarrollo.



En este primer paso del 2016, la fijación de aranceles no obedece claramente a análisis técnicos y ya deja en evidencia, como lo hemos visto en la discusión pública, que existen instituciones deficitarias.



Si nosotros como Universidad Mayor, una universidad de 22 mil jóvenes, 18 mil en pregrado, acreditada en Chile, reacreditada en Chile y reacreditada en Estados Unidos, hubiésemos sido invitados, tendríamos un déficit superior al 35 por ciento de nuestro presupuesto.



Responsablemente, en pro de la defensa de los estudiantes que tenemos, y de las familias cuyos hijos somos responsables de formar, hubiésemos tenido que decir que no podemos.



En régimen -y esto es grave-, se pretende fijar el arancel considerando, a nivel de la burocracia del Estado, la generación de una “universidad modelo” y tratando al sistema, en consecuencia, de la misma manera en que se tratan los monopolios naturales (llámese agua, luz, gas, etcétera), desconociéndose complemente la diversidad de proyectos educativos. 



Esta política de gratuidad no cabe duda de que va a tener efectos negativos concretos. Va a afectar a todo el sistema, independiente de que unos se incorporen y otros no.



Como ya lo dije, se va a perder claramente la autonomía de las instituciones, se deteriorará la calidad del sistema. Y aquí difiero de la posición del Rector Vivaldi, quien hace algunos días dijo: “No hay ninguna amenaza a la calidad del sistema de educación superior con la gratuidad”, a pesar de que se están disminuyendo los presupuestos...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene un minuto más para redondear la idea.

El señor COVARRUBIAS.- En definitiva, se restringe la diversidad de los proyectos educativos, se limitan las opciones de los más vulnerables.



Para terminar, señor Presidente, sinceramente creo que existen alternativas mejores.



Hoy somos líderes en Latinoamérica y hay innumerables estudios que así lo demuestran. 



En este contexto, señor Presidente, yo creo, sinceramente, que lo que se debiera profundizar es el sistema actual, conocido, con todos sus defectos y sus bondades, y dejar para el próximo año la discusión del proyecto de ley que, en definitiva, es el que debiera permanecer en el tiempo por muchos años más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, Rector.



Tiene la palabra el señor Fernando Montes, Rector de la Universidad Alberto Hurtado.

El señor MONTES.- Señor Presidente, voy a comenzar de una manera un poco extraña.



Yo lamento, sinceramente, que en las pocas oportunidades que uno tiene para hablar a los políticos más responsables del país -mi aporte puede ser mucho más en una visión de conjunto, humanista; soy sociólogo, he estudiado filosofía; me ha interesado mucho el Estado moderno-, como rector de una universidad, tenga que hablar de platas.



Creo que es superimportante, pero ojalá que no rompamos las jerarquías de este país.



Por ejemplo, me parece gravísimo que toda la reforma educacional se esté planteando en términos de derechos sociales, porque es mucho más profundo plantearla como responsabilidades sociales.



El Estado debe financiar porque necesita ciudadanos que se jueguen por su pueblo. 



Tiene que financiar especialistas en el extranjero, no porque ese especialista tenga derecho, sino porque el país lo necesita para que venga a jugarse por los demás. 



Porque, en el lenguaje de derechos es un neo-neoliberalismo, en el que, en el fondo, es responder a los intereses de gente particular para que él se realice.



Esto me gustaría conversarlo un día más a fondo, porque es el alma de la educación la que me propone los proyectos. 



Yo tengo como consigna en la Universidad Alberto Hurtado que “Entramos para aprender, salimos para servir”. 



Hoy día desde el Gobierno me llega la noticia: “Yo entro para aprender, salgo para ganar plata”. ¡Eso es atroz!



Esa es una primera cosa que me interesa destacar.



Creo que hay que pensar la función del Estado. La visión moderna del Estado es un Estado que se goza en la diversidad y que obliga a que esa diversidad verdaderamente viva en forma civilizada. 



A mí me interesa que el Estado entre a mi universidad. 



Yo tengo mis problemas, por ejemplo, con el Consejo de Rectores. He hablado muchas veces. Es un resabio del gobierno militar. 



El CRUCH era abierto hasta el año 1980. Una universidad que entraba al sistema automáticamente entraba al CRUCH. Pero interesó dejar a las universidades privadas fuera para que el Estado no tuviera nada que decir ni que meterse en ellas y pudieran las universidades actuar desreguladamente.



Yo necesito que el Estado me ponga normas de calidad, etcétera. Por eso me llama la atención que hoy día se proponga quitarle ciertos poderes al CRUCH, pero este es por esencia una entidad discriminadora que tiene hoy día exactamente el 46,9 por ciento de los estudiantes. Por lo tanto, hay más estudiantes en universidades que no pertenecen al CRUCH.



¿Cómo puede ser normal en un país democrático? Y, más aún, las políticas sociales están basadas en esto.



Han cruzado dos variables: los pobres, cinco deciles, y el CRUCH. 



Pero resulta que en el CRUCH está menos de la mitad de los pobres. Y eso a mí me cuestiona seriamente.



Entonces, creo que el CRUCH tiene que existir. Necesitamos un buen Consejo de Rectores. 



Y es en este contexto donde a mí me parecería también que, previamente a estos problemas económicos, ¡por favor, ayúdennos, señores parlamentarios, a tener normas claras y comunes para todos! Porque eso es propio de una sociedad democrática.



Y, segundo, que haya instancias reguladoras que se metan en mi propia universidad, en las universidades nuestras, porque el Estado tiene una función de bien común.



Hoy día me llama la atención este asunto. Y esto nos permite hablar honestamente de las cifras. Yo he conversado con varios parlamentarios y me llama la atención. 



Yo soy de una universidad que es, tal vez, la más integradora del país en el sentido de que tenemos desde el primero hasta el décimo decil. Tenemos una distribución muy parecida al país. Hay un poco más del 50 por ciento que está en los cinco primeros deciles.



La universidad nuestra, que tiene cerca de 7.000 alumnos, tiene 24.000 millones de pesos de presupuesto.



Vean, por favor, métanse a la Contraloría o en Internet, los presupuestos de las universidades, muchas de las cuales se quejan. 



La Universidad de Talca, que es excelente y yo le daría más recursos todavía, pero tiene 88 mil millones. Cuatro veces más, teniendo apenas un poco más alumnos que nosotros, pero no nos doblan. Y tienen cuatro veces más.



Yo les puedo mostrar los presupuestos de muchas universidades. Por favor, pregunten adónde van las platas, cómo se gastan. Eso es interesante.



Y, en el caso nuestro, les agradezco enormemente que, habiendo visto que cumplimos las funciones, nos digan que podríamos entrar a la gratuidad. 



Yo agradezco a la Ministra y al Ministro de Hacienda. He conversado con ellos, los he encontrado muy profesionales y respetuosos. Pero ellos mismos están amarrados.



La Universidad Alberto Hurtado que, por favor, hay que compararle peras con peras. Nos hacen un promedio de aranceles, pero no nos dan aportes directos.



Si a mí me dieran los aportes directos de la Universidad Católica del Maule, que tiene la misma cantidad de alumnos que nosotros (recibe 5 millones de dólares), estaríamos listos. No me pueden comparar aranceles con aranceles si no está definido lo otro. Eso no es serio.



Así lo entendió el Ministro, pero desgraciadamente la ley lo tiene amarrado. Al propio Consejo de Rectores lo tiene amarrado. 



Entonces, el Parlamento tiene que revisar esto seriamente.



Nosotros tenemos más de mil millones de pesos y quedaríamos atrás si aceptáramos la gratuidad. Pero más del 50 por ciento de los alumnos de nuestra casa de estudios pertenece a los cinco primeros quintiles.



Rubén Darío, aquí en Valparaíso, escribió la famosa poesía Caso. Cuenta de una persona a la que le clavan un cuchillo cerca del corazón y Rubén Darío le dice a su amada: 



¿No comprendes, Asunción,



la historia que te he contado,



la del garrido garzón



con el acero clavado



muy cerca del corazón?



Pues el caso es verdadero;



yo soy el herido, ingrata,



y tu amor es el acero:



¡si me lo quitas, me muero;



si me lo dejas, me mata!  



A mí, si me quitan la gratuidad, me matan, porque los alumnos, con derecho, me piden que nosotros digamos sí. Y si me la dejan, me muero, porque a los dos años estaremos quebrados.



Eso lo ha entendido muy bien el Ministro y nos dice que quiere remediar las cosas. 



¡Dios quiera que ustedes se lo permitan!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala).

El Senador señor MONTES.- ¡Muy bien!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la Sala del Senado, en la Comisión, no se aplaude ni se hacen manifestaciones.

El Senador señor PROKURICA.- ¡Excepto algunas veces…!

El Senador señor LAGOS.- ¿Cómo termina la historia del poema?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le agradezco al Rector Montes y lo aplaudo internamente.



Tiene la palabra el Rector de la Universidad de Valparaíso, don Aldo Valle.

El señor VALLE.- Señor Presidente, ciertamente hacer uso de la palabra en esta sesión, en esta Sala, nos exige la mejor disposición a todos para hablarnos con sentido de comunidad nacional, con la mesura y la apertura para que escuchándonos podamos -y puedan ustedes, porque son la principal instancia de la política nacional- resolver el mejor camino para la educación chilena, para la educación superior. Porque también sería una exageración creer que no hay nada que hacer, que todo ha venido muy bien y que todo puede ir muy bien.



A su vez, haríamos mal si no entendemos que este esfuerzo se quiere hacer con sentido de urgencia. A nuestro juicio, tiene ese sentido. Y permítanme agregar “de urgencia pacificadora”. 



Ejercemos violencia social sobre quienes deben endeudarse, a veces por muchos años después de egresar de las universidades. 



Ejercemos violencia social cuando vemos cómo miles de jóvenes tuvieron que vivir la frustración que significó, desafortunadamente, la Universidad del Mar.



Desde luego que, por lo mismo, debemos tener disposición y apertura.



Digo, pues, que el esfuerzo tiene sentido de urgencia pacificadora. Y de ahí mismo surge una virtud: que se pueda discutir -ojalá prontamente, con mayor serenidad y en un ambiente más idóneo- lo que debiera ser el régimen jurídico y de financiamiento de la educación superior. Porque hacerlo, desde luego, con jóvenes desesperados y angustiados en las calles, no nos ofrecería para nada el ambiente idóneo que permita resolver sobre instituciones que deben tener un carácter permanente y de larga proyección en el país.



El Consejo de Rectores es una institución que representa y constituye una tradición de diversidad y de pluralismo, donde concurren diversos proyectos educativos. 



Nadie podría -creo- poner en duda que la Pontificia Universidad Católica de Chile, que la Universidad de Concepción o la Universidad Santa María tienen proyectos educativos que responden a esas comunidades, a tradiciones de diversidad y pluralismo y que son distintas, por ejemplo, de las que puedan tener las universidades estatales. Pero hemos hecho un esfuerzo, a pesar de las vicisitudes.



Los últimos 60 años del país, desde luego, han tenido cambios que a veces han sido bruscos y, también, brutales. Sin embargo, el Consejo de Rectores es una institución que ha hecho un esfuerzo por contribuir a la educación superior y al desarrollo de la ciencia y de la innovación en el país.



Yo pido, por lo mismo, que entendamos con respeto esta tradición y seamos capaces de escuchar desde los distintos lugares desde donde hablamos.



Respecto, específicamente, de la glosa en que se contiene la política de gratuidad para el año 2016, como Consejo de Rectores hemos hecho observaciones. Valoramos, desde luego, la decisión política de impulsar la gratuidad para el año 2016. Nosotros la necesitamos urgentemente, como muchos que además de nosotros la requieren también. Eso que en algún tiempo pareció una calamidad y una mala palabra, una palabra que vino de otros lugares, una palabra que seguramente se escuchó en una asamblea estudiantil o en una sala, a última hora, después de una reunión, o que simplemente alguien escribió en un cartel callejero -¡fíjense!- ha llegado hasta aquí. No sabemos bien con qué fuerza, porque esa fuerza no ha venido desde arriba, sino que ha venido desde abajo. 



Eso debe hacernos pensar que tenemos entonces una responsabilidad muy alta y todos -creo yo- debemos contribuir a que respondamos de la mejor manera, sin exclusiones, sin descalificaciones. Porque debemos hacer el ejercicio de disponernos espiritualmente, con nuestro mejor ánimo y con el sentido más edificante.



Hemos hecho observaciones. Decimos que valoramos esta glosa, pero tenemos observaciones y tenemos críticas.



Desde luego, creemos que tratándose de implementar una política de gratuidad debe haber celeridad y oportunidad en la transferencia de los flujos. Porque, si no, las instituciones se van a ver expuestas, probablemente, en los primeros seis u ocho meses del año 2016, a un desfinanciamiento que no podrán soportar. Y hemos pedido, por lo mismo, en distintos momentos, que se deje expresamente determinado un procedimiento que garantice que el Ministerio de Educación podrá hacer estas transferencias con oportunidad.



Hemos criticado también esta determinación de la cobertura temporal a la duración nominal de las carreras, porque muchos de nuestros estudiantes trabajan y no logran terminar sus carreras en el tiempo programado.



En la literatura y en los estudios comparados se entiende por “titulación oportuna” aquella que se hace en el tiempo nominal de la duración programada por las carreras, pero además agregando un año. De modo que en esto no estamos transgrediendo, en mi opinión, ningún indicador de eficiencia en educación superior si se considera un año adicional.



Y digo esto porque además en este Presupuesto se ha prácticamente extinguido el Fondo de Crédito Solidario, que es un instrumento que permite apoyar, precisamente, a los estudiantes cuando ya no tienen derecho a sus becas. En este caso, no tendrían derecho a la gratuidad un número muy importante de estudiantes, porque ese monto se rebajó, fíjense, en un 92 por ciento. Me refiero al Fondo de Crédito Solidario.



Luego, también hemos observado críticamente que se establezca un límite a la matrícula. Reconocemos que debe haber una limitación, en la medida en que estos costos privados, mayoritariamente hasta ahora, se transforman en costos públicos. Pero no aquella que se ha establecido, porque no responde a las necesidades de desarrollo de las universidades y de la oferta pública en particular, que constituye el Consejo de Rectores.



Creemos que debe haber un arancel regulado, porque también tenemos una heterogeneidad que provoca finalmente un daño, un mayor costo, un gravamen a la educación superior.



Por lo mismo, entendemos que no se puede dejar simplemente una libertad de aranceles, pero el sistema debe ser compatible, desde luego, con el financiamiento de las instituciones, las cuales no pueden recibir menos recursos el año 2016. Las universidades no pueden ver afectados sus ingresos porque eso afectaría además la legitimidad política y social de la gratuidad como una política pública.



En el Consejo de Rectores también hemos evaluado que no es posible dejar sin efecto el aporte fiscal indirecto de un año para otro. Nuestras universidades tienen considerada -fíjense que ya estamos en el mes de noviembre- la definición de sus presupuestos y para muchas de nuestras instituciones ello representaría un desfinanciamiento gravísimo, que no pueden tolerar o soportar por sí mismas con sus actuales ingresos.



Hacer este cambio precisamente en medio de esta transformación del financiamiento representa para muchas de nuestras instituciones un riesgo gravísimo. 



Les pedimos tener en consideración, desde luego, la observación que hacemos.



Y siempre hemos insistido, como Consejo de Rectores, en que la gratuidad debe contribuir a la calidad del sistema de educación superior en su conjunto y a la promoción y consecución de ciertos fines públicos. Por lo mismo, creemos que las instituciones que adquieran, a partir de esta nueva política, un mayor financiamiento público, lo deben hacer también porque contribuyen a esos fines públicos y conforme a ciertas exigencias y a ciertos estándares que el Estado puede legítimamente establecer. 



No se puede pretender, creo, una transformación exprés, instantánea, de un año para otro o de un mes para otro, de instituciones que por largo tiempo han tenido el carácter de instituciones privadas, y que desde luego han disfrutado de esa condición, mediante una glosa presupuestaria, en instituciones públicas. Me parece que eso es muy difícil de hacer.



Y, si se habla de discriminación, podríamos producir una discriminación inversa, porque habría instituciones con gratuidad sin las regulaciones de otras que también estarían sujetas a la gratuidad.



Yo creo que aquí hay que buscar un equilibrio, porque se trata precisamente de cómo todos ayudamos a generar un mejor sistema de educación superior. No me refiero solo a las universidades que integran el Consejo de Rectores, sino que debemos pensar que a propósito de nuestra educación superior nos jugamos, como país -ustedes lo saben mejor que yo, ciertamente- el destino de nuestras instituciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, para terminar.

El señor VALLE.- Señor Presidente, quiero terminar mi intervención con lo siguiente.



Tengo algunas observaciones más específicas.



No nos parece adecuada la postergación que se ha hecho en materia de ciencia y tecnología. Consideramos que un incremento en ese programa no habría alterado ninguna variable macroeconómica. Pero lo cierto es que hoy día tenemos a la comunidad científica no solo molesta, sino asimismo -pienso- ofendida. Y un país no puede darse ese lujo.



Hemos hecho presente además que, a propósito de ciencia y tecnología, el sistema de acceso a la información científica y electrónica, que nació de una cooperación pública entre CONICYT y las universidades del Consejo de Rectores y que hoy día sirve a todas las instituciones del país, a todos los centros de investigación del país (esa transformación se produjo durante el Gobierno del Presidente Piñera y fue una buena decisión), hoy día se encuentra con un problema de desfinanciamiento. Y eso mira directamente al interés nacional.



Perdone, señor Presidente, que me haya extendido, pero me parecía oportuno e imprescindible expresar estos conceptos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra don Claudio Elórtegui, Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

El señor ELÓRTEGUI.- Señor Presidente, voy a tratar de ser lo más breve posible, para no comprometer más tiempo del necesario a los señores parlamentarios.



En primer lugar, con respecto a la gratuidad propuesta en el proyecto de Ley de Presupuestos, en lo personal consideramos que avanzar en gratuidad para los estudiantes que pertenecen al 50 por ciento de la población de menores ingresos es un avance en lo propuesto en el Presupuesto 2016.



Evidentemente, a uno le gustaría que la gratuidad tuviese más cobertura para ese mismo segmento, pero entendemos que esta restricción corresponde a razones de índole presupuestaria.



Sin perjuicio de lo anterior, consideramos que la glosa y la forma de implementación de la gratuidad pueden ser perfeccionadas. 



En primer lugar, pensamos que el avance en gratuidad no debiera significar el deterioro de los presupuestos institucionales de ninguna de las entidades que se incorporen a este esquema, ya que la gratuidad no puede ser a costa de la calidad de su quehacer.



Lo anterior ha generado, evidentemente -y todavía persisten-, elementos de incertidumbre en muchas instituciones, porque no están claros y todavía no se han corregido déficits que la propuesta de financiamiento está incorporando en los presupuestos de varias instituciones del Consejo de Rectores, por lo menos.



Junto con eso, creemos que el perfeccionamiento de la glosa podría desarrollarse en algunos aspectos incluso sin recursos adicionales a través de un mejor diseño de ella, de tal manera de evitar que, por ejemplo, la forma en que están definidos los aranceles regulados haga que algunas instituciones ganen y otras pierdan. Creemos que eso se puede perfeccionar.



Además, me sumo a lo que ha señalado el Rector Valle con respecto a ciencia y tecnología. Estimamos que hay una postergación de larga data en este tema, que es clave, como todos sabemos, para el desarrollo nacional.



De la misma manera, no voy a repetir los puntos que planteó el Rector Valle con respecto a lo que significa, por ejemplo, el limitar la gratuidad solo a la duración de las carreras, porque eso excluye a un número importante de estudiantes vulnerables.



Finalmente, me voy a referir a la eventual -nosotros no sabemos hasta qué punto eso se va a concretar o se estaría proponiendo- disminución en el aporte fiscal indirecto para el año 2016. Yo creo que en el proyecto de reforma de educación superior es necesario corregir o incluso eliminar el aporte fiscal indirecto por otras formas de financiamiento más eficaces y que sean más equitativas, que avancen más en calidad y equidad. Pero no nos parece que, a dos meses del inicio del ejercicio presupuestario 2016, se reduzcan fondos con los cuales contamos en las universidades para el ejercicio presupuestario correspondiente.



Repito: para efectos de gratuidad, no puede ser que las modificaciones se lleven adelante a costa de la calidad del quehacer de las instituciones.



Simplemente, habría que incorporar un nuevo elemento de financiamiento al que ya se está generando en algunas instituciones por la gratuidad. Y se podría aplicar el viejo dicho de que, en el fondo, “se está desvistiendo a alguien para vestir a otro”.

El señor LAGOS.- ¿No era “a un santo”?
El señor ELÓRTEGUI.- Simplemente, reducir el AFI es reducir los presupuestos de muchas instituciones, en algunos casos más, en otros casos menos, pero es incorporar un elemento de financiamiento que no nos parece válido como financiamiento institucional.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hemos escuchado a los señores rectores. 



Quiero agradecer, en nombre de la Comisión Mixta de Presupuestos, a todos y a cada uno de ellos el aporte que nos han hecho en la discusión de un tema tan importante. Si necesitamos alguna información adicional se la requeriremos, pero, desde ya, la que nos han entregado la estimamos muy valiosa y se la agradecemos.



Por lo tanto, quedan en libertad para seguir con su trabajo en sus respectivas universidades o institutos profesionales.



En todo caso, si alguno quiere quedarse a escuchar la exposición de la señora Ministra, tienen la posibilidad de hacerlo. Luego quedan en libertad de acción.



Tiene la palabra la señora Ministra.



Muchas gracias por su presencia en la Comisión Mixta.



Tiene el tiempo que corresponde, sin la limitación de diez minutos.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a cada uno de los parlamentarios y parlamentarias miembros de esta Comisión Mixta.



Saludo también a los rectores de las universidades e institutos profesionales, que, si bien vienen en calidad propia, también vienen representando a muchos otros rectores agrupados en las distintas organizaciones que tiene el país.



Saludo, asimismo, a los asesores que nos acompañan en este debate.



Efectivamente, en el día de hoy iniciaremos, en esta Comisión Mixta, la discusión sobre el presupuesto del Ministerio de Educación. Y si bien la expresión de los distintos rectores nos lleva al ámbito de la educación superior, creo que vale la pena mostrar el panorama más general de lo que es el presupuesto del Ministerio, siendo la educación superior un aspecto muy importante, pero es uno de los niveles en los cuales seguramente nos detendremos a lo largo del día.



El Parlamento, señor Presidente, a través del debate de una gran cantidad de normativas, algunas ya aprobadas, otras en trámite y otras en preparación, que hemos estado conversando con distintos parlamentarios, conoce en parte esta mirada más sistémica de lo que es una reforma educacional que le permita al país, realmente, ponerse a tono con el nivel de desarrollo que el país requiere; también con una cuestión de equidad, calidad, y -yo diría, tomando las palabras que señalaba uno de los rectores- con una mirada de responsabilidad social que Chile debe tener con sus jóvenes, con sus niños y con el futuro del país.



Es en ese contexto que yo, señor Presidente, quisiera mostrar brevemente las distintas líneas y, por cierto, a través del debate, contestar las preguntas o consultas de los señores parlamentarios y después iniciar algún debate más específico en algunos de los ítems del presupuesto de la Nación en materia de educación.



Voy a señalar la cifra más global, que es bastante impactante. Estamos hablando de un presupuesto del orden de los $8.755.935 millones de pesos, lo que representa un incremento de 7,5 por ciento en relación con el 2015.



Es un presupuesto mayor que el que tiene todo el presupuesto del país, y que refleja la voluntad, de verdad -y ojalá con una mirada muy de Estado-, de realizar un esfuerzo en los distintos niveles del sistema educativo para poder dar realmente un salto cualitativo que nos permita superar las situaciones que el país enfrenta en cada uno de los niveles.



En primer lugar, quiero señalar que si nosotros miramos lo que significan estas cifras, hemos pasado de 8.144.834 millones a estos 8.755935 millones. Este es el aumento de 7,5 por ciento que acabo de mencionar.



¿Qué explica esto y dónde van los principales aumentos de recursos?



Hay líneas que continúan, pero, sin duda, hay un aumento significativo.



En primer lugar, este presupuesto se hace cargo de una ley aprobada aquí, en el Parlamento, como es la Ley de Inclusión, que va a permitir que miles de familias continúen avanzando gradualmente en el futuro hacia la gratuidad de todos los establecimientos educacionales, de básica y media, en el país, que reciben recursos públicos.



Esto fue ampliamente debatido el año pasado y no me voy a detener en ello.



Solamente deseo señalar que a esta altura ya tenemos 695 establecimientos particulares subvencionados que han pasado a gratuidad este año, y que representan aproximadamente a 200 mil familias que van a poder educar en forma totalmente gratuita a sus hijos.



Recién ayer tuvimos una reunión con una congregación que está interesada en pasar la totalidad de sus establecimientos a este sistema lo más rápidamente posible.



Debo recordar solamente que vamos a iniciar, como parte de este proyecto, en la Región de Magallanes, el sistema puesta en marcha que consideraba la ley de no selección a partir de este año.



Y recordar también que el 2017 todas las instituciones tienen que haber pasado a ser sin fines de lucro. El cómo van a ir realmente eliminando el copago se dará en la medida en que vaya subiendo la subvención, lo cual se irá “neteando” con lo que hoy día cobran los establecimientos.



Ese proyecto de ley va a tener, sin duda, un incremento, precisamente por el tema de la gratuidad, y es uno de los elementos importantes que están reflejados en este presupuesto.



Un segundo ámbito, tan importante como este -que además fue bastante debatido: qué era primero, si el uno o el otro, pero que es muy trascendente para el país-, es el fortalecimiento de la educación pública escolar.



En este fortalecimiento de la educación pública lo que se busca es generar, realmente, un sistema mixto.



Se ha dicho, se ha declarado, es uno de los principios de toda la reforma, que Chile debe tener un sistema mixto de educación, y que sean las familias las que puedan escoger a qué establecimiento van a ir sus hijos.



Para que eso sea así, debemos tener una educación pública de calidad, con estándares altos, y que además se exprese en todo el territorio nacional. Y sabemos que en partes importantes el desarrollo urbano no ha ido acompañado de la instalación de establecimientos educacionales que realmente permitan atender esa demanda.



Por lo tanto, este tema de fortalecer la educación pública es un tema que tiene una dimensión, además, muy de calidad. De calidad, en el sentido de cómo, a partir de hoy, ya se pone en marcha un trabajo con los 345 municipios del país a fin de resolver problemas estructurales que ellos han enfrentado. 



Esto va acompañado de una ley, que ya ingresó al Parlamento, a la que hemos llamado “Nueva Educación Pública”, que cambia, efectivamente, la forma de sostener la educación pública en el país, pero, por sobre todo, este esfuerzo sostenido en materia de condiciones para el aprendizaje, que si bien nos importa que llegue a todos los niños, aquí hay un esfuerzo especial y adicional, justamente por la pérdida de matrícula.



Hay que decir, señor Presidente, que en 10 años se han perdido 600 mil alumnos del sistema público. Eso no nos pone felices.



Ningún país de aquellos con los que nos gusta compararnos permanentemente, de las ligas mayores (los miembros de la OCDE, los países de América Latina, etcétera), no tiene una educación pública que represente más del 80, 85 por ciento de la matrícula. Y nosotros, por distintas razones, la hemos dejado caer al 36 por ciento de ella.



Por lo tanto, este es también un elemento, señor Presidente, que se expresa en la Ley de Presupuestos que estamos analizando hoy en el Parlamento.



Un tercer aspecto tiene que ver con el mayor acceso a la educación parvularia.



Sin lugar a dudas, la creación de más de 750 nuevas aulas para la educación parvularia el año pasado significa tener este año parvularia, tener funcionando esos jardines, dar de comer a todos esos niños, etcétera. Y por lo tanto hay un gasto que se expresa por esa vía, sumado al esfuerzo país de pasar de los 14 mil cupos del año anterior, a los más de 34 mil nuevos cupos que se abren a partir del esfuerzo que estamos haciendo entre este año 2015 y el año 2016.



Con eso vamos avanzando, vamos cumpliendo.



Quiero citar aquí al Diputado Robles, que con mucha pasión ha planteado la importancia de tener realmente una educación parvularia en este país.



Tan importante como resolver los temas de la educación superior es poder garantizar realmente una educación parvularia de calidad a nuestros niños y niñas. 



Todos los avances en materia de neurociencia, de investigación, nos demuestra la importancia que tiene lo que le pasa al niño entre los cero y los ocho años. Y por lo tanto ese es el período en el cual queremos dar un salto cualitativo. 



Aquí hay, además, temas de cambios culturales, de valoración de la familia, de lo que significa contar con un jardín infantil, con una buena sala cuna, si es que se la requiere. Y por lo tanto hacia allá estamos caminando.



Como cuarto aspecto está el financiamiento de la gratuidad de la educación superior, a la cual se han referido los señores rectores y que entiendo que será un tema específico que discutiremos en su mérito, como se dice.



Solo deseo señalar que, junto con dar a conocer en qué consiste la Glosa -por supuesto, está en la Partida del proyecto de Ley de Presupuesto-, de hacer su desglose, en términos de los logros que se busca alcanzar, hay un tema del que quisiera hacerme cargo anticipadamente para darles respuesta a los rectores: nosotros ya estamos trabajando en una iniciativa que recoge mociones de distintos parlamentarios, sobre todo de los Senadores de la República, para que realmente todas aquellas instituciones que quieran pasar a ser sin fines de lucro lo puedan hacer durante el 2016. La idea, por lo tanto, es que se amplíe este aspecto.



Un quinto punto importante de esta Partida del proyecto de Ley de Presupuestos es la puesta en marcha de instituciones de educación superior estatales. 



El Parlamento aprobó la creación de dos nuevas universidades del Estado en regiones que no disponían de ellas. Una es la Universidad de O’Higgins y la otra es la Universidad de Aysén, donde ya se nombraron los rectores. Reitero: la ley está plenamente aprobada. 



Eso tiene un proceso de acompañamiento. Las regiones tuvieron la posibilidad de escoger y de ser acompañadas en la instalación de esas dos nuevas universidades. En este caso, la Universidad de Chile será la acompañante de aquellas dos casas de estudios superiores.



Esperamos mucho de ellas. Dichas instituciones tendrán un foco en formación estudiantil, sin duda; pero esperamos que tengan también un foco en investigación asociada a territorios con características muy especiales, como es todo lo relacionado con la minería y la agricultura, tratándose de la Sexta Región. Y en el caso de Aisén, tenemos aún territorios ignotos, se cuenta ahí con la mayor reserva de agua del planeta, etcétera.



Esos son los aspectos en que ya los rectores y la rectora -en el caso de Aisén- están avanzando en el diseño de la universidad y sus contenidos.



Aquello también está presente en el proyecto de Ley de Presupuestos del año 2016.



Un sexto punto, señor Presidente, se refiere a la consolidación del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Queremos establecer un plan de aseguramiento de la calidad de la educación que esté comprometido y que signifique cómo respecto de dos instituciones nuevas creadas hace muy poco tiempo -la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación- junto con el Ministerio establecemos una fórmula que no solo nos tenga el termómetro -por decirlo de alguna manera- de cómo va el avance de la educación en el país, sino que sea realmente un apoyo; una garantía para las familias en lo relativo a la calidad de la educación que reciben sus hijos, a las condiciones de los establecimientos; una instancia donde se puedan levantar los reclamos cuando el servicio no sea el acorde ni el concordado. Pero, por sobre todo, se trata de un esfuerzo mancomunado para apoyar a los sostenedores, por una parte, y a los directores de los colegios, por otra.



Esa dupla, señor Presidente, es un elemento permanente en el esfuerzo que estamos realizando.



No queremos desequilibrar el sistema educativo entregándole toda la responsabilidad al sostenedor o toda la responsabilidad al establecimiento. La generalidad de la literatura muestra que efectivamente es en el equilibrio entre quién pone las condiciones para el funcionamiento de los establecimientos y los equipos directivos de cada uno de esos recintos donde se puede dar y fructificar el hecho educativo que se genera en el aula entre el docente y sus alumnos.



Y ese esfuerzo lo encabeza la Subsecretaria, trabajando con la Agencia de la Calidad de la Educación, con la Superintendencia de Educación y, por cierto, con el Consejo Nacional de Educación, que también cumple un rol en el plan de aseguramiento de la calidad de la enseñanza.



Otro aspecto, señor Presidente, es el desarrollo, formación de profesionales calificados y fomento a la investigación mediante fondos y becas.



En este sentido, quiero señalar que a través de la opinión pública hemos visto en los últimos días la molestia del mundo de los académicos en cuanto a qué pasa con el crecimiento de los fondos y con la institucionalidad que debe realmente establecerse a fin de  potenciar de la mejor manera posible los recursos para la investigación que realizan en el país tanto los centros universitarios -las universidades, básicamente- como los centros privados y -por qué no decirlo- el conjunto de centros estatales hoy inmersos en distintos ministerios.



Son muchas las Carteras con instituciones de investigación muy significativas. Está el IFOP, los servicios de la pesca, el INIA, etcétera, que también son centros de investigación y desarrollo muy importantes.



Quiero decirles que en el día de hoy esperamos tener una muy buena reunión con el mundo académico, con el nuevo presidente subrogante de CONICYT, don Bernabé Santelices -era el vicepresidente y asumió la presidencia-, para que realmente veamos en forma conjunta cómo podemos resolver los problemas aquí planteados.



Aquí no se trata solo de un tema de recursos, que siempre serán bienvenidos para la investigación; también está el cómo dibujamos una institucionalidad que resuelva estas materias en orden a determinar cuánta investigación de un tipo se requiere, cuánto desarrollo, cuánta tecnología vamos a ir implementando en el país.



Solamente quería mencionar ese aspecto.



Un siguiente punto es mejorar y ampliar los espacios culturales y el desarrollo patrimonial  de las regiones.



En ello está el presupuesto que se maneja a través del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Son recursos absolutamente necesarios no solo para la expresión artística; también está todo el tema patrimonial, lo relacionado con las bibliotecas que tiene el país a lo largo de su territorio, etcétera.



Se hace un esfuerzo en ese sentido, y se trata de algo que crece en comparación a años anteriores. Eso lo veremos después en los presupuestos específicos.



Un siguiente aspecto dice relación con el programa de apoyo e innovación en el funcionamiento y supervisión de todo el sistema escolar. Esto se hace mediante el financiamiento de las acciones y programas que contribuyen a la formulación de políticas públicas en educación y al apoyo directo que se hace a las escuelas y sus equipos.



¿Qué hay detrás de ello? Hay, señor Presidente, un conjunto de programas, y es muy importante ver cómo los programas exitosos escalan a políticas. 



Todos los Gobiernos han levantado programas especiales para la mejora sostenida de la calidad de la educación. Pero lo que nos parece más importante es determinar bajo qué condiciones y cuál es la masa crítica que permite que un programa sea realmente valioso, tenga impacto, vaya escalando a política pública.



Ese es el conjunto de aspectos que guardan directa relación con los proyectos de innovación y de mejora educativa en el país.



En lo grueso, señor Presidente, lo que he señalado resume los grandes presupuestos de la Partida. Pero no quisiera terminar mi introducción sin señalarles a los señores parlamentarios, porque a veces no lo vemos en globo, el esfuerzo de cambio en la materia, mucho de ello apoyado por legislaciones nuevas, que estamos desarrollando.



Entre los proyectos ya aprobados entre finales del 2014 y durante el 2015, tenemos los siguientes:



La Ley de Inclusión, que da gratuidad, más recursos y garantiza el acceso a la educación a todos los niños y familias que lo requieran (fue aprobado este año)



La Ley sobre Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia.



La ley que crea el Administrador Provisional y de Cierre de Instituciones de Educación Superior.



La ley que derogó el decreto con fuerza de ley N° 2 -a la cual se hacía referencia-, que prohibía que algún estamento estudiantil pudiera tener un grado de participación en las universidades.



La ley que crea las Universidades de O’Higgins y de Aysén;.



La ley que otorga titularidad a más de 32 mil profesores de escuelas y liceos públicos.



La Ley de Bono de Incentivo al Retiro para los docentes del sector público que se encuentran en edad de jubilar.



La Ley sobre Encasillamiento del Ministerio de Educación, que agradecemos muy sinceramente.



La ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, que ya fue instalada y se encuentra en pleno desarrollo, y, por lo tanto, están trabajando muy fuertemente en todo lo que son los estándares educativos y en el marco de la buena enseñanza, que además son aspectos muy importantes para ver de qué manera podemos acelerar el ingreso de la educación parvularia a la carrera docente, que es algo relevante.



Y se encuentran en trámite en este Parlamento las siguientes iniciativas:



El proyecto sobre nueva educación pública (ya hemos tenido dos sesiones en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, por donde ingresó).



El relativo a la creación de los centros de formación técnica estatales (son quince), que está en trámite de Comisión Mixta.



La iniciativa sobre Política Nacional Docente, que ya fue despachada por la Cámara de Diputados, y se encuentra en pleno trámite en el Senado. Así, esperamos que, ojalá, a finales de enero tengamos efectivamente una nueva Ley de Carrera Docente, que es de las leyes que van -yo diría- realmente al corazón del sistema educativo, junto con la nueva Educación Pública.



Y estamos preparando, efectivamente, dos proyectos.



Uno, es el de reforma a la educación superior, al cual se hizo mención esta mañana, que persigue establecer un nuevo marco de acreditación, de financiamiento y de regulación de la educación superior y que dota de estructuras institucionales acordes con la existencia de un millón 200 mil estudiantes en la educación superior, considerando que hoy solamente disponemos de una división relativamente pequeña en el Ministerio de Educación para dar cuenta del gran salto que ha dado la educación superior en el país.



Otro proyecto es el que permitirá que las instituciones de educación superior puedan escoger pasar a ser sin fines de lucro y, por lo tanto, poder entrar a la gratuidad.



Ese es el panorama, señor Presidente, de un cambio educativo, que es ambicioso, necesario y sistémico. Y como es sistémico efectivamente hay aspectos que, una cosa con la otra, realmente pueden producir el cambio que todos buscamos, que tiene que ver con la equidad y la calidad del sistema. No dejamos fuera ninguno de los dos aspectos. No es que estemos en una etapa de ampliación de matrícula a costa de la calidad o de regulaciones sin tener sentido de equidad en el acceso.



Sabemos el peso que tiene y la valoración que le otorgan las familias y los estudiantes -todas las encuestas así lo señalan- a poder realmente contar con garantías de que, conforme a sus méritos, a sus capacidades, el Estado va a apoyar el desarrollo de sus talentos en pos del bien común y el país no va a perder, como lo hacemos año a año, a miles de jóvenes.



Eso es, señor Presidente, agradezco, por su intermedio, que me escucharan.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, señora Ministra.



Me consultan algunos Parlamentarios de la Comisión Especial Mixta si hay alguna referencia a la Glosa 05.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me gustaría hacer una descripción muy general de estos temas, porque todavía los estamos trabajando con distintos Parlamentarios, con distintas bancadas y, por lo tanto, no me gustaría adelantar detalles.



Queremos hacer algunos perfeccionamientos en la Glosa, en particular acerca de cosas en que ya podemos tener claridad de que van; deseamos incorporar en ella un camino claro hacia la gratuidad para aquellas instituciones que están fuera de la gratuidad. Lo que algunos Parlamentarios llaman “una ruta a la gratuidad”.



Eso involucra, por ejemplo, patrocinar la moción que algunos Parlamentarios -entre ellos, usted, señor Presidente-, han propuesto. Evidentemente eso busca dar claridad absoluta acerca de qué temas deben incorporar aquellas instituciones para entrar a la gratuidad, los cuales pueden ser tratados durante el año para dar paso a la incorporación completa a la gratuidad en el 2017.



Ese es uno de los puntos en que se ha estado trabajando.



Otro, que creo que también es transversal y no debiera ser problemático, es tener en la Glosa más capacidad, de parte del Ministerio de Educación, para adelantar fondos durante el año. De manera que los problemas de liquidez, que habitualmente se producen y que resultan caros para las instituciones porque provocan que tengan acceso a tasas de interés más altas no generen dificultades. Y, por lo tanto, estamos también preparando indicaciones en ese ámbito.



Hay otros asuntos en discusión.



Uno es reagrupar líneas presupuestarias, de manera de tener una línea general para instituciones estatales.



Está la idea de tener un mejoramiento de las becas Nuevo Milenio para el 50 por ciento; pero eso, de nuevo, dentro de posibilidades presupuestarias muy limitadas.



Asimismo, está considerándose en este cuadro de indicaciones una disminución del AFI (Aporte Fiscal Indirecto) para utilizar esos dineros en fondos basales para igual tipo de instituciones. Es una distribución de los mismos fondos. Nadie pierde en ese cuadro, en términos del CUECH, del G9 y del mundo privado, pero con una reasignación de sus usos.



Esos son algunos de los elementos que están sobre la mesa, que hemos conversando con distintos actores, bancadas, con los propios rectores, que nos gustaría presentar una vez que estén completamente maduros. Pero creo que es útil también escuchar la opinión de los distintos parlamentarios para afinar este tema.



Esto es solo sobre la Glosa antes señalada y lo relativo a la educación superior.



Ciertamente es una porción no muy grande del total del Presupuesto de Educación; hay muchas otras cosas que discutir, que requieren también atención.



Gracias.

)-----------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a un grupo de integrantes del Club del Adulto Mayor “Sonrisa de amor”, de Concepción, que están presentes en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-----------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los rectores quedan en libertad. Les agradecemos nuevamente su participación y esperamos que se escuchen sus planteamientos.

El Senador señor PROKURICA.- ¿Cómo vamos a funcionar?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a proceder, primero que nada, a inscribir a los oradores. Iremos por orden.

El Senador señor PROKURICA.- La Senadora señora Von Baer quiere hacer una pregunta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estoy inscribiendo a los Senadores y Diputados, y después daré la palabra.

La Senadora señora VON BAER.- Es un tema de orden, señor Presidente.

El Diputado señor MACAYA.- ¡Señor Presidente, es de forma!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿De Reglamento?

La señora VON BAER.- ¡Al fin!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se lo estoy preguntando.

La Senadora señora VON BAER.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La Senadora señora VON BAER.- Señor Presidente, quiero entender cómo vamos a tramitar el presupuesto de Educación, porque se supone que antes de empezar la discusión de cada una de las Partidas tienen que estar presentadas las indicaciones. 



Y, por lo que entendí, parece que se va a presentar una indicación sobre la Glosa.



Entonces, no podemos empezar la tramitación de la Partida si no está ingresada dicha indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si me permite, señora Senadora, se lo puedo explicar. 



Usted no estaba presente cuando indicamos cómo íbamos a proceder. Se lo aclararé para su conocimiento. 



En este caso, quedamos de acuerdo en que se pueden presentar indicaciones hasta el inicio de la discusión de cada Programa, si se pide tratar por separado, y de la Partida. 



Ese fue el acuerdo, señora Senadora, para que tome nota. 



Reitero: es posible formular indicaciones hasta el comienzo del debate de cada Programa que se solicite ver separadamente -hay varias peticiones al respecto- o de la Partida.



Ese es un acuerdo unánime. 

La Senadora señora VON BAER.- Entonces, ¿con qué Programa vamos a empezar?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aún no entramos a los Programas. Estamos discutiendo en general la Partida del Ministerio de Educación.

La Senadora señora VON BAER.- Solo en general.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En general. 



Es la oportunidad para que los parlamentarios se refieran a lo que plantearon los rectores, a lo que expuso la señora Ministra, y hagan los planteamientos que estimen necesarios. 



El Ministro de Hacienda ha dicho que quiere escuchar las intervenciones de los miembros de esta Comisión. 



Ese es el debate que estamos haciendo, igual que el que hicimos ayer a propósito de la Partida del Ministerio de Salud. 



Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El Senador señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer que hayamos partido por las intervenciones de los rectores de las instituciones de educación superior, lo cual le da un buen nivel a esta discusión presupuestaria, en consonancia con las reformas que requiere el país. 



Parto señalando que haber convertido la educación en un negocio en nuestro país nos llevó por un camino francamente equivocado. Ello ha bancarizado las deudas de los estudiantes, lo que ha generado, en el fondo, un casi nulo compromiso de los jóvenes con los temas públicos nacionales. 



Si a eso nosotros sumamos el centralismo exacerbado y la alta concentración económica, que venimos denunciando desde hace bastantes años, con influencia en la política y los medios de comunicación, obtenemos un franco malestar social.



A mi juicio, entrando de lleno en materia, una de las fórmulas para revertir lo anterior es potenciar a las universidades regionales. Creo que ahí podemos retomar un círculo virtuoso, el cual tiene que ser reflejado en este presupuesto. 



En segundo lugar, quiero referirme a cuatro indicaciones que he presentado y a dos alcances. 



La primera guarda relación con la reforma que busca dejar de lado el copago para entrar a la subvención de gratuidad para establecimientos universitarios. La Ministra ha señalado que más de 220 mil alumnos o familias se van a ver beneficiadas con esto.



Sin embargo, la realidad de las regiones hace que, al no tener este beneficio una asignación de zona, una gran cantidad de colegios no va a poder mantenerse en las condiciones de calidad en que hoy funciona. 



Por lo tanto, hago un llamado a los Ministerios de Hacienda y de Educación para que tomen esto en sus manos.



Por otra parte, se ha valorado la creación de la Universidad de O´Higgins y de la Universidad de Aysén. Pero no se les ha dado el presupuesto necesario. Hemos presentado una indicación alternativa que permita que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional u otros fondos de investigación, chilenos o extranjeros, puedan hacer aportes directos, sin tener que pasar por los largos trámites del Ministerio de Desarrollo Social y del MINEDUC. 



En tercer lugar, gratuidad y calidad. 



Aquí debe operar un principio: todos los alumnos que cumplen los requisitos, estén donde estén, deben poder acceder a este beneficio. 



Ahora, si se pretende dar preferencia a determinados sistemas educacionales o a ciertas organizaciones estatales, tiene que fijarse un período de transitoriedad para que los alumnos que estén en el otro mundo puedan derivar hacia ellos. 



Con todo, no podemos escabullir ese asunto. 



Además, aquí se aplica un principio de la reforma tributaria: las familias que pueden pagar los estudios de sus hijos lo hacen vía impuestos, y no manteniendo las inequidades que hoy en día tenemos. 



Por otro lado, los centros de formación técnica, los institutos profesionales y los institutos tecnológicos en Chile presentan una relación de un alumno por cada dos o más universitarios, exactamente lo contrario de lo que requiere el país. En consecuencia, este sistema no puede quedar de lado. 



En cuanto a ciencia, tecnología e innovación, no podemos seguir pegados en un 0,4 por ciento del PIB. Tenemos que crecer gradualmente al 2 por ciento. 



El nuevo Director de CONICYT es Bernabé Santelices, Premio Nacional de Ciencias Naturales y experto en algas. Tenemos un país de 83.500 kilómetros de costa. Ahí hay un mundo por desarrollar. Esperemos que se abra esa alternativa. 



Asimismo, debo señalar que la Ley General de Educación, que se aprobó hace unos ocho años, tiene un problema mayor: al cambiar el ciclo básico de ocho a seis, obligará a migrar a las grandes ciudades a más de 1.044 establecimientos educacionales y a la comunidad a su alrededor. Ello implicará un grave problema. 



Y en cuanto a la educación parvularia, respecto de lo cual la Ministra expuso las medidas -estamos de acuerdo con ellas-, hoy en día la investigación y la innovación apuntan en una línea más profunda: a la nutrigenómica. Ella implica trabajar con nutrientes funcionales en niños que están siendo gestados hasta los seis meses. Eso completa la red neuronal de ese ser que está por nacer. 



Si nosotros apuntamos en esa dirección, entre otras cosas, resolvemos las inequidades.



Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que, solo para esta discusión general, vamos a dar cinco minutos por intervención. 



Haremos una excepción a los tres minutos que estaban acordados. Después volveremos a ello. 



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La Senadora señora VON BAER.- Señor Presidente, hace un rato pregunté cómo íbamos a tramitar la Partida del Ministerio de Educación, porque llama mucho la atención que este presupuesto no esté claro, cuando debiéramos estar analizando aspectos de fondo.



El nudo del MINEDUC es la Glosa sobre gratuidad, y resulta que, después de los meses que el Gobierno ha tenido para definir cómo quiere hacer la política pública de gratuidad, hasta este minuto no hay un texto definitivo. Todavía se está discutiendo el asunto. 



Por lo tanto, uno ve aquí desprolijidad, falta de preparación en los temas y un apresuramiento reamente increíble. ¡No puede ser que estemos discutiendo aspectos tan delicados en el último minuto! 



Aquí se ha planteado que, si no se calculan bien los aranceles que se van a cobrar, algunas universidades van a quedar totalmente desfinanciadas. 



En consecuencia, se observa una improvisación realmente impresionante de parte del Ejecutivo. 



Han estado ya dos años en el Gobierno, y esta es una de las políticas estrella del Programa de la Presidenta Bachelet. 



Ella prometió gratuidad para todos en la campaña, y resulta que la glosa respectiva -en realidad, debió haberse hecho mediante un proyecto de ley-, en el momento en que debiéramos estar entrando a su discusión, todavía no está lista. En el último minuto aún se está analizando. Y no se sabe muy bien cómo va a ser. 



A mí me parece que la improvisación está tocando fondo. 



Además, creo que esto es una falta de respeto hacia el Congreso, porque nosotros debiéramos conocer esta materia para poder discutirla. 



El Ejecutivo tomó una decisión al respecto: planteó una norma presupuestaria, en lugar de hacerlo a través de una iniciativa de ley, la cual habría permitido también a la Oposición debatir mediante indicaciones cada una de las propuestas que se están haciendo. Pero hoy nosotros no contamos con ese espacio. 



Se ha decidido recurrir a una glosa presupuestaria y no a la presentación de un proyecto sobre financiamiento de la educación superior, como debió haberse hecho. 



A mi juicio, se observa improvisación y también una tramitación autoritaria, en la que se impide que la Oposición pueda ser parte de la discusión. Y no solo la Oposición, sino también los distintos actores del sistema de educación superior. 



Acá no disponemos del tiempo suficiente para escuchar sobre el impacto que esto va a causar en cada una de las universidades, como sí lo habríamos tenido si hubiésemos optado por tramitar esto a través de un proyecto de ley.



Sabemos que la Glosa es discriminatoria porque deja fuera a alumnos de familias vulnerables y de clase media que no pertenecen a las instituciones elegidas.



Sabemos también que tal discriminación es arbitraria, dado que universidades que tienen tres o cuatro años de acreditación quedan fuera del beneficio, aunque cuenten entre sus estudiantes con jóvenes que son de familias vulnerables y de clase media.



De hecho, la discriminación de esta política pública es tan arbitraria que deja a algunas regiones sin ningún cupo para sus estudiantes. Yo represento a una de esas regiones, la de Los Ríos, que no tiene ningún cupo para alumnos de centros de formación técnica e institutos profesionales que podrían acceder a la gratuidad.



Por otra parte, un tema que casi no se había tocado quedó absolutamente claro con la intervención de los rectores: hay universidades que se pueden ver fuertemente desfinanciadas en materia de investigación a propósito de la fijación del arancel. Nosotros sabemos que, si se fija un precio bajo de arancel, probablemente habrá un desfinanciamiento en la investigación.



El Gobierno, en paralelo, debió también aumentar fuertemente el presupuesto para investigación. ¡Pero tampoco lo hizo!



Por lo tanto, probablemente se produzca un desfinanciamiento de las universidades y, también, dificultades para la investigación en nuestro país.



Esto sucede por la improvisación con la que el Gobierno ha llevado adelante esta política pública.



Por último, señor Presidente, deseo recordar que, durante la discusión sobre la iniciativa que puso fin al lucro, al copago y a la selección en educación, se planteó que se iba a usar cierta cantidad de fondos para financiar la política pública de gratuidad, y resulta que hoy se propone en el Presupuesto para 2016, más o menos, la mitad.



¿Por qué? Porque la cantidad de alumnos que se pasaron a la modalidad de gratuidad y que hoy cuentan con ese beneficio son la mitad de lo que inicialmente se había dicho.



Exactamente lo mismo va a suceder con la gratuidad en la educación superior, porque las instituciones que pueden tener acceso a esta política pública no van a entrar. ¿Por qué? Porque, si lo hacen, van a verse desfinanciadas. Lo acaba de decir el rector Montes.



En consecuencia, soñar con que 200 mil alumnos van a acceder a esta política pública es no plantear las cosas como son. Pasó exactamente lo mismo con la gratuidad en la educación escolar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Núñez.

El Diputado señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señor Presidente, quiero expresar dos inquietudes -la Ministra tuvo que salir de la Sala, pero imagino que la Subsecretaria podrá responder- sobre temas específicos que podrían generar problemas en mi Región.



En este minuto el proyecto relativo a centros de formación técnica del Estado todavía se halla en Comisión Mixta. El Senado ha planteado una gradualidad, y la propuesta, que se debe debatir en conjunto con la Cámara de Diputados, implica llegar hasta el 2022.



En el Programa de Gobierno de la Presidenta se contemplaba la creación de dichos centros de formación técnica en los cuatro años de su mandato. 



En su minuto se nos informó que la Región de Coquimbo había quedado seleccionada en las cinco regiones priorizadas, razón por la cual nosotros, junto a las autoridades pertinentes, hicimos el anuncio. Con todo lo que implica levantar una institución de educación técnica superior, que es un trabajo serio y responsable, podíamos decir que las clases iban a comenzar en marzo del 2017.



Yo quiero saber si todavía podemos sostener ese planteamiento. Lo pregunto, porque no sé en qué escenario vamos a quedar. 



En el proyecto de la Ley de Presupuestos se destinan 7.099 millones de pesos para centros de formación técnica del Estado. Pero no tengo la certeza de que ese compromiso inicial se mantiene, por cuanto, con la gradualidad planteada, podría quedar relativizado.



Me parece fundamental llevarlo a cabo. Nosotros esperamos que los compromisos que asumimos, y que el propio Gobierno anunció a las regiones, efectivamente se cumplan. Este es un tema tremendamente sentido y significativo.



En la línea de los puntos que se podrían aclarar -y lamento que no esté en la Sala el Director de Presupuestos-, quiero señalar que el año pasado tuvimos una situación muy compleja con las trabajadoras de los jardines infantiles llamados “VTF” (vía transferencia de fondos), porque varios de los reajustes que se les otorgaron a los trabajadores del sector público no se les entregaron a ellas, a pesar de que incluso hubo un fallo de la Contraloría que estableció que debían recibirlos.



Deseo saber si estos 139 mil millones de pesos que contempla el proyecto de Ley de Presupuestos en el Programa de la JUNJI nos dan la certeza de que este año las trabajadoras VTF, en el caso de la comuna de Ovalle, van a recibir el reajuste del sector público, independiente de la cifra que se acuerde. Para nosotros es fundamental este asunto, porque ellas estuvieron más de tres años en un conflicto social para poder percibir tales dineros. Incluso, de por medio hubo una resolución de la Contraloría 



Esas son algunas de mis inquietudes.



Por otro lado, señor Presidente, quiero centrarme en una indicación que presenté, junto con la Diputada Camila Vallejo, referida al aporte fiscal indirecto.



Francamente, me parece increíble que el Gobierno apoye una política pública -espero que este Parlamento la cambie-, que es un subsidio a los más ricos de Chile. Encuentro que es -disculpen la expresión; no quiero ofender a nadie- inmoral, por cuanto todos sabemos que los jóvenes que obtienen los mejores puntajes en la Prueba de Selección Universitaria son los que provienen de las familias de más altos ingresos. Eso está archiestudiado. Todos los expertos lo han dicho: es el capital cultural y social el que se grafica en los resultados en la PSU. 



Por lo tanto, cuando se da un subsidio estatal a un joven que obtuvo esos puntajes, se está perpetuando y agudizando la desigualdad social.



Más encima, sabemos que esos puntajes, en general, están focalizados en la Región Metropolitana. O sea, además, es una política altamente centralista.



Y no comprendo cómo permitimos esto.



Quiero dar un dato: el año pasado se le entregaron 1.200 millones de pesos a la Universidad Adolfo Ibáñez de aporte fiscal indirecto.



¿Es eso más justo socialmente que otorgar esos fondos a una universidad de región, como la que mencionó el Senador Horvath en la Región de Aisén? ¿Por qué no entregarle a esta los recursos del aporte fiscal indirecto y quitárselos a la Universidad Adolfo Ibáñez?



No tengo a priori nada en contra de esa institución, ni a favor. Pero es evidente que los jóvenes que estudian ahí cuentan con recursos, pues pagan aranceles bastante altos.



En consecuencia, los subsidios del Estado deben destinarse a quienes más lo necesitan. En ese sentido, planteamos la necesidad de redirigir tales recursos. Tienen que focalizarse en las universidades públicas y llegar efectivamente a los estudiantes pertenecientes a familias de menores ingresos.



Además, hoy el Estado hace aportes fiscales indirectos a centros de formación técnica e institutos profesionales que lucran. ¡O sea, en algunos casos el subsidio se otorga a entidades con fines de lucro, avalado por ley!



Evidentemente, ello genera y perpetúa una desigualdad social. 



Desde ese punto de vista, señor Presidente, ojalá podamos eliminar este aporte fiscal indirecto. Debiéramos buscar formas más equitativas de entregar esos fondos.



Creemos que es posible discutir este asunto con las universidades del CRUCH que se sientan perjudicadas, como lo planteó el rector Aldo Valle.



En definitiva, dicha política distribuye muy mal los recursos y es altamente centralista. Pienso que no debemos perpetuar tal desigualdad, independiente de que tengamos que acordar muy bien las formas para no perjudicar a las instituciones de educación superior que tengan -entre comillas- desde hace décadas estos recursos considerados en sus presupuestos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que he pedido votación separada de la Partida 09, Capítulo 09, Programa 01 (JUNAEB), Asignación 290, que corresponde al Bono para Manipuladoras de Alimentos, que viene rebajado en un 52 por ciento respecto del Presupuesto del presente año.



Nos han hecho ver que es imposible cumplir con el bono que se les debe entregar a estas trabajadoras.



Dicho eso, señor Presidente, paso a referirme a lo concerniente a la política de gratuidad que se busca implementar en la educación superior, con su respectiva Glosa.



Quiero pedirles al Ministro de Hacienda y al Director de Presupuestos que nos entreguen una programación de recursos, por lo menos para los próximos cinco años.



Es muy muy importante, en términos de finanzas públicas, poder saber cómo se deben ir incrementando los recursos. 



Ya se ha dicho que la gratuidad beneficiará a 200 mil estudiantes el año 2016. Pero ¿a cuántos va a favorecer en 2017 y 2018?



Por un lado, vamos a escuchar obviamente el reclamo de miles de estudiantes que van a quedar al margen de la gratuidad, siendo que pertenecen a familias vulnerables, y, por otro, estoy seguro de que también vamos a tener la presión de las propias universidades para que el arancel de referencia suba.



Por lo tanto, la presión de un gasto público que poco a poco se nos puede ir transformando en desmedido y no financiable es mucha.



Y creo que, responsablemente, nosotros debemos contar con esos antecedentes.



Pienso que no tenerlos significa abandonar el sentido de responsabilidad que debemos exhibir al momento de votar los proyectos de ley.



Si los recursos no son suficientes, si los recursos no alcanzan, empezamos a parchar.



Yo acabo de escuchar al Ministro de Hacienda decir que va a proponer una indicación para disminuir el aporte fiscal indirecto. No sabemos en qué términos; no sabemos cómo afectará eso el financiamiento de las universidades en dos meses más. Si no estamos hablando aquí de una situación que tendrán que enfrentar las universidades en un par de años más. No: esto comienza en enero de 2016.



Entonces, una política pública no se puede construir de esa manera, en base a parches.



Y yo, señor Presidente, lo digo con harto sentimiento, pues cada vez que la prensa me ha preguntado sobre la glosa de gratuidad he señalado que son muchas las políticas públicas y los programas públicos que han partido con una glosa en las respectivas leyes de presupuestos y que después se han transformado en leyes permanentes.



Y he manifestado también que eso no debe significar que no nos aboquemos a estudiar lo que se nos está proponiendo. Pero, si a lo que se nos propone le agregamos la improvisación que acaba de anunciar el Ministro de Hacienda, yo creo francamente que voy a tener que morderme mis palabras.



Porque no puede ser que una política pública que significa ni más ni menos que casi mil millones de dólares parta parchándose, disminuyendo recursos que, estoy seguro, ya están considerados en los presupuestos permanentes de las instituciones de educación superior.



Finalmente, señor Presidente, quiero señalar algo, y le pido que me dé un minuto más.



El Ministro de Hacienda acaba de señalar que para presentar esta indicación está en consulta con algunos parlamentarios y con algunos rectores.



El Ministro está en su derecho de consultar a quien estime conveniente. Pero lo que no puede ocurrir es que entre quienes formamos parte de la Comisión Especial Mixta unos cuenten con información privilegiada y otros tengamos que actuar sin saber de qué se trata la indicación hasta el último minuto, en el momento en que se presente.



Eso no es justo, entre otras razones, porque nosotros concurrimos con nuestros votos a aprobar una reforma tributaria para que hubiera financiamiento para la gratuidad de la educación pública, entre otras materias.



Entonces, ¡no es justo que el Ministro de Hacienda nos ningunee; no es justo que el Ministro de Hacienda nos ignore!



¡Y yo protesto por eso, señor Presidente, porque esa no ha sido nuestra actitud ni en esta Comisión Especial Mixta ni en el Congreso Nacional! Al contrario, hemos aportado con nuestras ideas, con nuestros conocimientos, con nuestra voluntad para que se generen los recursos a fin de impulsar estas políticas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Diputada señora Girardi.

La Diputada señora GIRARDI.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco la concurrencia de los rectores hoy día.



Creo que hay un tema que, de alguna manera, se ha olvidado en este debate. Y en cierta forma el Senador Horvath hizo alusión a él al inicio de su intervención.



Ello dice relación con una política que se desarrolló durante muchos años en nuestro país…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señora Diputada, disculpe que la moleste, pero me acaban de avisar que están votando en la Cámara Baja.



Seguiríamos escuchando a la señora Diputada. Y si algún señor Diputado quiere ausentarse mientras tanto, puede hacerlo.

La Diputada señora GIRARDI.- Gracias, señor Presidente.



No cabe duda de que hubo una política de Estado en orden a permitir un crecimiento explosivo de las universidades privadas y una restricción de las públicas.



Esas últimas instituciones siempre fueron restringidas a 5 por ciento de crecimiento. Sin embargo, no hubo ninguna limitación en el caso de las instituciones privadas. Y no solo se permitió un crecimiento enorme de su matrícula, sin ninguna regulación, sin ningún cuidado, sino que también se permitió que vulneraran las leyes chilenas y que obtuvieran lucro con recursos del Estado, en circunstancias de que eran instituciones sin fines de lucro.



Y eso está vinculado también con el CAE. Debo hacer presente que de todo el presupuesto para educación superior, un tercio es para el endeudamiento. O sea, hablamos de gratuidad y la tercera parte de todo el presupuesto de educación superior está destinado al CAE y al endeudamiento de los estudiantes de Chile.



Entonces, me parece que tenemos un problema y una pequeña contradicción. Y estamos generando otra vez un sistema sumamente perverso. Decimos “gratuidad” y, en el fondo, los recursos van dirigidos al endeudamiento.



Yo creo que eso es sumamente peligroso.



Señor Presidente, yo pienso que, en el fondo, hoy cuando estamos hablando de gratuidad también estamos limitando de nuevo, y mucho más, el crecimiento de las universidades estatales.



Esta gratuidad supuestamente está vinculada a una restricción en el crecimiento de esas instituciones del 2,7 por ciento. Y las universidades privadas seguirán creciendo.



Entonces, el 36 por ciento que señalaba la Ministra que correspondía hoy a la matrícula de las instituciones públicas estará restringido para que las instituciones privadas continúen creciendo, mientras el Estado se sigue jibarizando.



Quiero recordar que la gratuidad de la educación superior en los países desarrollados opera a través de instituciones públicas. Ningún Estado financia la gratuidad al sector privado, ¡ninguno!



El Estado de Chile debiera fortalecer sus instituciones públicas y, de verdad, lograr la gratuidad a través de ellas.



Yo presenté una indicación, junto con la Diputada Provoste, el Diputado González y otros colegas, para eliminar el AFI. Y estoy de acuerdo con lo que mencionaba el Diputado Daniel Núñez: pienso que esto también es un incentivo perverso, en que decimos una cosa y hacemos otra.



Del mismo, modo, me parece que hay que eliminar y buscar la forma de disminuir los recursos del CAE y tender de verdad hacia la gratuidad en las universidades del Estado, para en una siguiente discusión ver si efectivamente existe posibilidad de incluir a las universidades privadas.



Pero al Estado le asiste una responsabilidad respecto a lo público. Las universidades públicas de Chile debieran ser para todos los ciudadanos chilenos, independientemente de su origen económico.



Por supuesto, tendría que haber un aumento en la matrícula, sistemas de admisión para los jóvenes de menores recursos. El Estado, de verdad, debiera comprometerse a lo que dijo que haría, por lo menos este Gobierno: fortalecer la educación pública en nuestro país. Y la educación pública se otorga en las universidades del Estado. Y esas son las que habrían de tener gratuidad, y con esas debiéramos empezar. Y esta glosa debiera estar dedicada exclusivamente a pensar lo que pasa con las universidades del Estado.



Estoy de acuerdo con lo que decían algunos de los rectores. Esto no debió haber sido un tema de glosa…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le damos un minuto adicional, señora Diputada.

La Diputada señora GIRARDI.- Como decía, esto no debió haber sido un tema de glosa, sino que tendría que haberse tratado en un proyecto de ley específico, para discutir realmente qué está sucediendo hoy día con las universidades privadas, que están siendo investigadas por el Ministerio Público y siguen recibiendo importantes recursos de parte del Estado.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, señora Diputada.



Puede ir a cumplir sus deberes parlamentarios.



Tiene la palabra el Diputado señor Robles.

El Diputado señor ROBLES.- Señor Presidente, en primer término, saludo al Ministro de Hacienda, a la Subsecretaria de Educación, a los miembros de la Comisión.



Siempre he pensado que los Presupuestos son los que determinan qué es lo que quiere un Estado, qué es lo que quiere desarrollar un Gobierno como política pública y, por cierto, hacia dónde se dirigen los planteamientos de una sociedad.



A mi juicio, hay dos grandes temas que debieran necesariamente incorporarse en la discusión para determinar hacia dónde avanza el Estado.



Y eso es lo que hacemos en educación parvularia, en que la evidencia científica es tan alta, tan importante: el 97 por ciento de las potencialidades del cerebro de un ser humano se determina antes de los cuatro años. Y, por cierto, en ese sentido, las potencialidades tanto cognitivas como emotivas van a estar fuertemente influenciadas por lo que se haga desde el nacimiento hasta más o menos esa edad. Y por eso que las políticas públicas en esta etapa de la vida son tan relevantes.



En su primer Gobierno, la Presidenta Bachelet partió aumentando enormemente la preocupación en esta materia, con un programa en salud como el Chile Crece Contigo, etcétera.



Pero en este Presupuesto el Ministro de Hacienda nos pone en una disyuntiva, porque disminuye el presupuesto de la JUNJI, una de las instituciones más importantes en esa materia.



Yo entiendo que lo reduce particularmente en el Subtítulo Iniciativas de Inversión. ¡Pero es que necesitamos más jardines infantiles de buena calidad como los que se han estado construyendo!



¡Esa política pública no la podemos detener!



Y me parece que el ahorro que el Ministro de Hacienda hace en estas materias, en este Subtítulo, no está de acuerdo con una visión de Estado de futuro.



Hay que reforzar a la JUNJI, en términos de inversión, de bienes y servicios de consumo, para que efectivamente cumpla su rol.



Todos sabemos cómo están trabajando los VTF. Una mala política pública de municipalizar la atención parvularia se consolida con este tema, y me parece complejo.



El segundo tema se refiere al Programa de CONICYT.



Estoy seguro de que el Ministro de Hacienda, cuando hace clases, les dice a sus estudiantes de Economía: “El desarrollo de un país se basa también en cuánto se invierte en I+D”. Investigación y Desarrollo es la forma para que las naciones se desarrollen. Y si uno no invierte en I+D, en verdad, el país no tiene futuro.



El Presidente Lagos hace más de diez años nos dijo que teníamos que ir a la meta del uno por ciento del PIB en Investigación y Desarrollo. Estamos a un tercio de esa meta y durante los últimos años, pasando incluso por el Gobierno del Presidente Piñera, economista, hubo cero aporte en I+D.



Y hoy día el presupuesto de CONICYT es también regresivo, no aumenta. Los científicos nos lo están haciendo ver a través de una carta pública.



Creo que el Ministro de Hacienda debe entender que las políticas públicas no se construyen en un año, sino que son a largo plazo, e I+D son importantes.



Y respecto a la Glosa 05, me parece que tenemos que orientarla solo a las universidades del Estado, a las universidades públicas. Porque son estas las que durante el próximo año debemos reforzar para que en las regiones se haga investigación, se haga extensión, para que el Estado primero cautele la formación que el Estado da. Y una vez que lo haga, vayamos a la discusión de la gratuidad general en la ley.



Por lo tanto, he presentado una indicación para que los recursos de esta glosa vayan solo a la educación pública y no caigamos en ningún tipo de problema desde el punto vista legal o de inconstitucionalidad.



Pienso que el Estado solo puede aportar a la educación pública.



Y en relación con los centros de formación técnica, en mi Región con esta normativa ningún alumno de un CFT va a recibir aportes. Perfectamente podemos hacerlo mejorando la Beca Nuevo Milenio, para que efectivamente los chicos de la Región de Atacama también reciban recursos de gratuidad en esta materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El Senador señor TUMA.- Señor Presidente, deseo transmitir mi preocupación respecto de los recursos destinados al pago de bonos comprometidos con la agrupación de manipuladoras de alimentos, que atienden a la mayor parte de los alumnos que están recibiendo alimentación escolar.



El bono que se comprometió fue de 115 mil pesos, que no está traducido en un incremento en la asignación ni en la glosa presupuestaria.



A la vez, se me señala que han sido rebajados en 52 por ciento los recursos de esa glosa.



Por otro lado, la glosa tampoco contempla el pago del bono en enero y febrero.



Nos gustaría que la Ministra o el Ministro de Hacienda nos aclarara cómo cumplirá el compromiso con las manipuladoras, cómo va a satisfacer esta demanda; y cómo suplementará en la JUNAEB los recursos destinados a financiar los programas de alimentación, que han sido incrementados significativamente, pero para las manipuladoras de alimento no ocurre lo mismo.



Por tanto, quisiera que el Ministerio de Hacienda, la Dirección de Presupuestos o el Ministerio de Educación respondieran de qué manera se cumplirá el compromiso de los bonos para las manipuladoras de alimentos y se garantizará y asegurará el pago de los meses de enero y febrero de 2016.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El Senador señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero aprovechar la presencia del Ministro de Hacienda y de la Subsecretaria de Educación.



Respecto a la situación que planteó el Senador Horvath respecto al financiamiento a las nuevas universidades del Estado, tanto en la Región de O’Higgins como en la de Aysén, nosotros vemos que los recursos son absolutamente insuficientes.



Y me preocupa que pudiera ocurrir lo mismo que está sucediendo en salud, sobre todo lo que manifestamos ayer Senadores y Diputados de la Región de O’Higgins: que se estén sacando recursos del Gobierno Regional y que necesitamos para otro tipo de soluciones sociales e inversiones en la Región.



Entonces, me gustaría consultarle a la Subsecretaria sobre cuántos recursos habrá el año 2016 para la creación de la Universidad de O’Higgins.



Lo planteo porque se trata de un proyecto que está dentro de las promesas presidenciales, y no solo de la Presidenta Bachelet, pues también se encontraba en el programa de la candidata Matthei. Y por eso fue apoyado unánimemente por el Congreso Nacional.



Entonces, queremos saber efectivamente a cuánto ascienden los recursos con los que contaremos para el año 2016. Porque con los que se presentan -para ambas universidades se consideran alrededor de 2 mil 300 millones de pesos- no alcanza absolutamente para nada, ni siquiera para comprar un sitio importante para la creación de estas instituciones.



Sabemos que el primer proyecto de la universidad considera que se le entregue parte del edificio del hospital que dejaremos en los próximos meses, como bien lo ha adelantado el Rector, teniendo algunas sedes en Rengo y en San Fernando, y también espero que en Santa Cruz.



Y el segundo punto se refiere a los recursos para la educación parvularia.



La Presidenta de la República comprometió la construcción de 4 mil 500 nuevas salas cuna y la habilitación de mil 200 salas en jardines infantiles.



Para dar cumplimiento a ese objetivo, al igual que en el caso de los hospitales, el presupuesto 2015 para salas cuna y jardines infantiles registró un aumento espectacular, sin precedentes -y esto hay que reconocerlo-, de ocho veces, alcanzando un total de 260 mil millones de pesos.



El problema radica en que, según la información de la que disponemos, y me gustaría consultárselo a la señora Subsecretaria, el Ministerio de Educación no ha sido capaz de ejecutar a agosto de este año más allá del 3,4 por ciento de ese presupuesto. El año 2014, a esa altura, la ejecución alcanzaba a alrededor de 32 por ciento.



Me gustaría saber qué está ocurriendo con la construcción de las nuevas salas cuna y la habilitación de las nuevas salas de jardines infantiles.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El Senador señor GIRARDI.- Señor Presidente, le pido al Ministro de Hacienda que escuche a su coalición, porque es la que le va a dar los votos. Lo hemos hablado varias veces.



En el otro sector obtiene varias risas, palmoteos. Pero la Derecha, irremediablemente, está en la tesis de fortalecer el subsidio a la demanda. El mercado no cree en las políticas públicas; no cree en los proyectos de país, a menos que este sea quien resuelva.



Y justamente el debate que estamos haciendo acá dice relación con cómo construir un proyecto de país.



Hay un dicho que reza: “No hay que poner la carreta delante de los bueyes”. Pero acá no tenemos ni carreta ni bueyes, y difícilmente se pueden poner los bueyes delante de la carreta. Porque acá no hay ninguna política. Es seguir haciendo más de lo mismo, de igual manera, sin ningún foco.



En algunas de las intervenciones que hemos escuchado se ha dicho que intentemos pensar qué educación necesita Chile; cómo se vincula la educación del futuro con las necesidades y el mundo que viene.



Lo planteó el Senador Horvath: cómo se vincula la educación con los territorios.



No podemos entregar la misma educación para territorios distintos, que tienen vocaciones diferentes.



Entonces, uno piensa el mundo al revés. O sea, en vez de hacerlo de abajo arriba, seguimos viendo las cosas como lo hemos hecho siempre: de arriba abajo. Pero esa manera de pensar ya no sirve, y hay que cambiarla.



Lamentablemente, este es un presupuesto del siglo XX, lineal, cartesiano, que mira de arriba abajo y que no entiende la realidad que debe representarse y expresarse en un presupuesto.



Lo primero que uno debiera establecer es cuál es la vocación de uso de los territorios, sus potencialidades; generar grandes consensos, y después indicar qué requiere cada una de esas vocaciones desde el punto de vista de educación, de ciencia.



Pero eso no está.



Yo espero que algún día empecemos a mirar las cosas desde esa perspectiva.



¿Por qué se necesita educación pública? No solamente por una visión doctrinaria de crear una educación republicana, laica, en que uno pudiera argumentar en todas partes del mundo lo que ya se ha dicho: que el Estado financia lo público.



En el mercado, cada cual resuelve su problema de acuerdo al tamaño de su bolsillo.



El Estado garantiza una provisión de educación para quienes no tienen capacidad de pago, es decir, garantiza la educación como un derecho.



Pero acá hay algo más.



¿Cuál es el rol de la educación pública en ese proyecto de país? Me parece que eso no está claro.



Necesitamos un rol ordenador de una educación pública que se vincule a un proyecto de país -no lo tenemos, y debiéramos contar con él-, para que, en vez de que haya 300 proyectos educacionales distintos, uno por cada municipio, y cientos de proyectos educacionales, de cada prestador privado, tengamos todo engarzado con una visión de país común compartida.



Eso no existe.



Eso solo lo puede hacer la educación pública. Eso se ha hecho en todas partes del mundo. En los países que han progresado es así.



Si ustedes les preguntan a los niños de 12 años que viven Japón o en Corea qué quieren ser, les van a responder que ingenieros, científicos, en fin. Ello, porque el proyecto de país está vinculado con la educación.



Lo mismo ocurre acá desde el punto de vista de la educación superior.



¿Por qué le vamos a seguir transfiriendo recursos a una educación superior que no hace investigación, desarrollo?



Una condición es que no tengan lucro: Sí.



Pero yo quiero otra condición: que estén pensando en el país; que no sean solo docentes. Si no sirve la docencia si acaso no hay investigación de ciencias básicas, de ciencia aplicada. Sería una docencia mentirosa; una docencia de Wikipedia. Y no estoy criticando ese trabajo; pero no es esa la docencia que requerimos. Necesitamos una docencia que tenga que ver con los territorios.



Entonces, la única manera de empezar a cambiar la preeminencia del mercado es volver a darle un sentido estratégico al rol de la educación pública.



Ello no significa eliminar la educación privada. Pero, sí, entender que aquí hay un elemento vertebrador; que hay un elemento que es la quilla; que hay un elemento de timón, de visión estratégica que, lamentablemente, no tenemos y que este Presupuesto no considera.



Por lo tanto, soy partidario de fortalecer la gratuidad de la educación pública y, por el momento, entregar becas al resto de la educación para compensar un poco.



Pero tenemos que colocar el centro de gravedad y sacar esas limitaciones, esas camisas de fuerza que tiene la educación pública para crecer, que establecen que no puede crecer sobre un 2,7 por ciento.



¡Eso es vergonzoso!



Para eso yo no estoy disponible.



Yo me voy a pronunciar en conciencia sobre esto. No me voy a sumar a ninguna estrategia ovejuna para votarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, señor Senador.

El Senador señor GIRARDI.- Es vergonzoso el presupuesto en ciencia, tecnología e innovación.



Si uno mira para dónde está yendo el mundo, los desafíos y la velocidad de cambios que estamos viviendo, nos damos cuenta de que vamos a entrar a una era relacionada no solo con habitar el universo, con inteligencia artificial, con avances alucinantes pero que deben tener regulaciones.



Estamos viviendo la era de la vida fabricada, la biotecnología, la nanotecnología.



¿Y qué estamos haciendo al respecto? ¡Nada!



Nos están condenando a ser parte de la Edad Media. Nos están condenando a ser parte del pasado.



Cuando hablo de política de ciencias no es la orientada a formar doctores. Me refiero a una política de ciencias que va desde el jardín infantil estimulando la curiosidad, la creatividad de los niños.



¡Cómo es posible que Chile mantenga un 0,33 por ciento del producto para conectar la sociedad chilena con el futuro!



¡Eso es vergonzoso!



Quiere decir que no hay ambición; que Chile no tiene visión de futuro; que nunca vamos a poder desarrollar la energía solar. Nunca vamos a ser potencia en nada, sino que estamos condenados a quedarnos en el pasado.



Por eso, me parece que esta es una urgencia que debemos relevar también.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El Senador señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hacer una breve intervención a propósito del CAE.



Deseo advertir que el CAE es un problema que se va acumulando, una dificultad para nuestra economía, para nuestras finanzas públicas, y no hay que mirarlo solo en función de cómo financiar este año, sino de cómo corregir el fondo de esto.



¿Cuánto representa hoy día la obligación del Estado en materia de CAE? 4.500 millones de dólares.



Es la envergadura que tiene. Esa es la responsabilidad que tiene el Estado para respaldar el CAE.



Es cierto que en un período largo. Pero se trata de una responsabilidad del Estado que le va a influir, porque si se sinceran plenamente los compromisos, tendremos que ver cómo lo asumimos.



Está claro que todos aquellos alumnos que entran a la gratuidad, que estén dentro de los primeros cinco deciles y que tienen CAE difícilmente van a seguir pagando las deudas cuando terminen.



Eso habrá que reconsiderarlo.



De acuerdo a las cifras que yo tengo acá, son cerca de 87 mil alumnos. El total de créditos a financiar que se estima para 2016 es de 768 mil, de los cuales renovación son 572.000, y nuevos, 195.000.



Solo quiero pedirle al señor Ministro de Hacienda que constituya un equipo para evaluar esto y las implicancias que tiene.



Cuando se aprobó la ley se cometió un error en el informe técnico. Se dijo que estos créditos iban a ser securitizados al segundo año. Por lo tanto, no iba a haber responsabilidad del Estado alguna respecto de ellos, pues estarían securitizados en el mercado de capitales.



¡Nunca se ha securitizado ni un crédito!



También se estableció un incentivo al ahorro para la educación superior.



¡Nunca se ha dado un peso de incentivo al ahorro para la educación superior!



Más allá del cambio que esa ley requiere, le reitero al Ministro de Hacienda la importancia de que constituya un equipo para evaluar el CAE: qué implicancias de futuro está generando; qué cambios es factible de introducir; qué efectos puede tener la gratuidad sobre la evolución del CAE.



A mi juicio, el CAE no puede seguir como está en continuidad. Algo debemos hacer, ojalá para el 2016. Pero al menos para el 2017 hay que interrumpir esta cadena de responsabilidad.



Estamos pagando 28 por ciento de comisión por manejar la cartera que compra el Estado obligatoriamente por la ley que se estableció. Ese es el costo que tiene solamente administrar la cartera, y se le paga a los bancos.



Entonces, creo que aquí es bien importante revisar completamente el manejo del CAE y entrar a otras situaciones.



Si se requieren cambios legales, que se hagan, pues ya tenemos responsabilidad pública de 4 mil 500 millones de dólares.



Qué dice el Ministerio de Hacienda: “Está bajo la línea”. Por lo tanto, no entra en el problema de equilibrio estructural.



Pero si ustedes observan, efectivamente no entra en el problema de equilibrio estructural y se saca la ecuación. Y, por eso, el crecimiento de esta Partida es 17,1 nomás, que está sobre la línea.



Pero esto significa que en algún momento tendremos que hacernos responsables de estos recursos, de esta situación.



Señor Presidente, deseo que se le pida formalmente al Ministerio de Hacienda que evalúe esto. Es lo serio de nuestra parte. Porque, incluso, la gratuidad va a tener un efecto sobre esta modalidad, y hay que ver cómo remplazarla por algo más consistente.



Hoy día son muchos los recursos en que el Estado está comprometido con el CAE.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En primer lugar, escucharemos a la señora Subsecretaria sobre las cuestiones que se le han consultado. Y luego, al señor Ministro de Hacienda para que responda sobre todo esta última consulta que es más delicada.



Tiene la palabra la señora Subsecretaria.

La señora QUIROGA (Subsecretaria de Educación).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco todas las intervenciones, consultas y reflexiones que se han hecho sobre la materia presupuestaria respecto de la Cartera de Educación, lo cual, sin lugar a dudas, como lo decía la Ministra, refleja también un presupuesto que se está moviendo de manera importante, en un contexto donde, además, como Gobierno, como coalición, estamos empujando una gran reforma en Educación. Ello es un desafío país.



Quisiera ir abordando las inquietudes quizás por nivel educacional, lo cual me parece una forma de ir ordenando las distintas consultas.



Parto contestando las preguntas que formularon algunos de los parlamentarios acerca de la educación parvularia. 



Primero, quiero plantear, en complemento a la visión que ya entregó la Ministra, los cambios y fortalezas que estamos teniendo en el nivel parvulario con la reciente creación de la Subsecretaría para este nivel educativo, que eleva a rango ministerial un nivel educacional, lo cual, sin lugar a dudas, es tremendamente relevante -así lo muestra toda la evidencia- para la formación y el aprendizaje de los niños.



Sobre el aumento de coberturas de educación parvularia, quiero manifestar que esto es parte de un compromiso presidencial. Hay una meta muy ambiciosa de aumentar la cobertura en el nivel parvulario. 



En términos de la ejecución presupuestaria, es importante hacer notar -esto fue largamente debatido en la Cuarta Subcomisión Especial Mixta- que aquí los proyectos de construcción y de edificación de nuevas salas cunas tiene una lógica bianual. 



Por lo tanto, es muy complejo y prácticamente imposible que un proyecto que se inicia en un año se termine de ejecutar en el mismo año en el cual comienza.



En tal sentido, lo que se está haciendo es presentar un presupuesto justamente con una planificación de gastos que ya incorpora todo el conocimiento y la experiencia que tuvimos durante los primeros años de Gobierno. Información que no teníamos, obviamente, al comienzo.



En tal sentido, la cartera de proyectos 2014-2015, que fue íntegramente entregada al Congreso, contemplaba la construcción de aproximadamente 700 nuevas aulas para el nivel parvulario, que corresponden o equivalen a 14 mil nuevos cupos.



Esas primeras 700 aulas ya fueron entregadas. 



Se proporcionó el detalle proyecto a proyecto a la Comisión, incluso con el costo de inversión de cada una de esas aulas. El Parlamento -reitero- tiene esa información.



La segunda cartera de proyectos es la que está actualmente en ejecución, y pretende incorporar -como decía la Ministra- 35 mil cupos adicionales a estos 14 mil, que equivalen, en términos de proyectos, a aproximadamente mil 490 nuevas aulas, que son las que hoy están en ejecución. 



Esos proyectos están todos ya diseñados, y andando. La mitad se halla en fases bastante avanzadas, ya sea en licitación o con procesos de compra. El detalle fue entregado proyecto a proyecto en la Cuarta Subcomisión.



Con estos cupos que se abren se totalizan 49 mil cupos, que constituyen prácticamente el 50 por ciento del compromiso de la Presidenta para el período de Gobierno.



Por lo tanto, esa es una meta que sigue avanzando a una gran velocidad.



Respecto a la situación de las trabajadoras de establecimientos vía transferencia de fondos -lo consultó el Diputado Núñez-, quiero plantear que el año pasado el Ministerio de Hacienda, en el Protocolo que acompaña a la Ley de Presupuestos, asumimos como Ejecutivo el compromiso de homologar las condiciones de trabajo de quienes laboran en los distintos tipos de jardines infantiles.



Esa es una agenda actualmente en trámite. Tenemos un Protocolo de Acuerdo firmado con las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos, que es el sector que está más mermado. Y estamos hoy con una agenda de trabajo.



Uno de los compromisos era hacer un incremento durante el presente año. Por lo tanto, eso no está contemplado en el proyecto de Ley de Presupuestos que ahora nos ocupa, sino que es con cargo al Presupuesto actual. 



Ese fue el compromiso que asumimos, y ya se está tramitando el incremento del valor párvulo para poder hacer las mejoras durante el presente año. 



También comprometimos con las trabajadoras que, en lo sucesivo, los siguientes aumentos se hagan a través de una asignación en particular que se consignará en una ley de carácter permanente. 



Porque históricamente -incluso recientemente, durante el período del Gobierno anterior- se hizo un incremento de un 20 por ciento del valor párvulo, que determina la cantidad de recursos a traspasar vía transferencia de fondos. Lamentablemente, eso entra en la lógica de financiamiento general, y en muchas comunas ese aumento de recursos que se hizo no se tradujo en mejoras salariales para las trabajadoras.



En consecuencia, tomamos el compromiso de diseñar un mecanismo específico para garantizar que los aumentos sucesivos efectivamente vayan a mejoras remuneracionales, que es justamente el propósito. Eso debe ser legislado, y el compromiso que asumimos con ellas es hacerlo en una ley permanente a la brevedad. 



Ese compromiso actualmente está avanzando.



Se consultó sobre los centros de formación técnica y el compromiso sobre el particular.



Esta también es una meta presidencial. El Ejecutivo está poniendo todo su esfuerzo para sacarla adelante. 



Ya partimos, durante el 2014, con la constitución de mesas a nivel regional, como lo señaló la Ministra. Se han ido constituyendo a lo largo del país y se han ido también tomando las determinaciones principalmente respecto de proyectos educativos y locaciones.



Ese es un proyecto de ley que aún está en trámite en el Congreso. Y para nosotros es muy importante. Estamos haciendo todo el esfuerzo para apoyar al Parlamento a fin de que salga lo antes posible y se puedan materializar dichos centros. 



El trabajo en regiones continúa con la misma fuerza con la que se había iniciado.



En cuanto a las manipuladoras de alimentos, también hubo varias consultas.



Primero quiero establecer que dichas trabajadoras están agrupadas en torno a cinco federaciones. Y hemos tenido acuerdos con la mayoría de ellas. Con cuatro federaciones logramos firmar un Protocolo de Acuerdo. Y están totalmente contestes de aquello. 



Todos esos compromisos se están asumiendo y cumpliendo a cabalidad.



Se consultó con respecto a la reducción del bono.



Me parece que el Senador García hizo consultas en particular sobre esa asignación.



Al respecto, deseo plantear que anteriormente el referido bono era una asignación directa del Estado. 



Nosotros vamos licitando por tercios del territorio. Por tanto, lo que ha ocurrido es que, a medida que vamos licitando tercio por tercio del territorio, esos recursos se han comenzado a entregar ahora a través de las licitaciones con las empresas.



Entonces, la razón de la caída de la asignación no significa que desaparezca el bono, sino que se está cambiando el mecanismo de financiamiento.



Eso es parte también de las conversaciones que sostenemos con las manipuladoras.



Hubo un pequeño enredo en cuanto a si se estaría pagando dicho bono durante enero y febrero.



El Director de la JUNAEB planteó que eso sí estaba contemplado en los recursos. Pero para mayor claridad de los parlamentarios, debo decir que hubo una indicación que se presentó y que fue aprobada, que estableció que el bono sí estaba incorporado dentro de los recursos que contempla el Presupuesto. Ello, a los efectos de exista total certeza y claridad con relación a esa materia.



Finalmente, se preguntó sobre las universidades estatales.



El presupuesto contempla los recursos de gasto corriente que se habían acordado para la instalación.



Hemos estado, tanto el Ministerio de Hacienda como el Educación, en varias conversaciones con los propios rectores. 



Son rectores nombrados recientemente. Por lo tanto, si bien el informe financiero contempla recursos para inversión en infraestructura de los proyectos, hoy día estamos en el diseño de ellos. Y hay que entender bien cuáles son los montos, cuáles son las etapas. 



Pero el compromiso del Ejecutivo es total con ambas instituciones.



Esa también es una meta presidencial de mucha importancia, en particular para esas dos Regiones, para que hoy puedan contar con esos proyectos educativos.



Estamos hoy en el trabajo de esos diseños. 



Lo que pasa es que primero tuvimos la aprobación de la ley, y los nombramientos fueron recientes. Pero tanto el Ministro de Hacienda como la Ministra de Educación y sus equipos técnicos han estado reunidos los rectores para apoyarlos en el diseño de dichos proyectos. Y el compromiso, por supuesto, es financiarlos.



Eso, señor Presidente, para hacerme cargo de las consultas en particular.



Hubo preguntas referidas más bien a la educación superior.



Al respecto, el Ejecutivo se halla totalmente disponible. Y hemos estado trabajando para aprobar una política, la que, sin lugar a dudas -como lo han planteado varios parlamentarios-, es de la mayor necesidad y urgencia en nuestro país.



Las cifras internacionales indican que somos un país, primero, con una educación superior relativamente cara -no muy cara- para nuestro nivel de ingresos, y segundo, con uno  de los aportes privados más grandes. En general, en las otras naciones el aporte del Estado es considerablemente mayor. Entonces, perfectamente, para una familia puede significar una vivienda completa el financiamiento de la carrera de uno de sus hijos en la educación superior.



Ha habido aquí varias propuestas que nos parecen interesantes. Sin embargo, quiero pasarle la palabra al señor Ministro de Hacienda para que dé respuesta a las diversas consultas formuladas.

El Senador señor MONTES.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le iba a dar la palabra al señor Ministro para...

El Senador señor MONTES.- Perdón, señor Presidente. Seré breve.



Lo que pasa es que la observación sobre las manipuladoras de alimentos es en el sentido de que, en la licitación, uno de los ítems que se pusieron es el relativo a la productividad.



Están afuera las federaciones. Y dicen: “Aquí nos pusieron algo sobre aumento de la productividad que es absolutamente impracticable”.



Eso es lo que han planteado acá distintos parlamentarios: cómo es factible corregir esa situación, porque no pueden subir de las 70 raciones por manipuladora.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Solo quiero referirme a dos temas, señor Presidente.



El primero es el del CAE.



El CAE tiene un stock importante y significa un pasivo contingente elevado para el Fisco.



Vamos a tomar las ideas del Senador Montes en el sentido de darle un estudio más cuidadoso.



Puedo comprometerme a traer el primer trimestre a la Comisión Especial Mixta un estudio más completo sobre qué significa la estructura CAE actual.



El Senador mencionó el 29 por ciento.



El 29 por ciento no es el costo de administración; así lo entiendo yo al menos. El problema estriba en que, por el hecho de que la tasa de interés es muy baja, aquí los bancos no pueden absorber ningún riesgo de crédito. Por lo tanto, le devuelven al Fisco la parte más riesgosa de la cartera.



Y esos son números caros para el Fisco. Al final, este está absorbiendo el riesgo de crédito en esta estructura. Y  necesitamos evaluar bien qué significa hacia el largo plazo.



En cualquier caso, en el creciente movimiento hacia la gratuidad, lo esperable es que el CAE vaya perdiendo importancia.



El segundo tema es el de las nuevas universidades estatales. 



Como decía la señora Subsecretaria, hemos tenido una serie de reuniones con los nuevos rectores.



El Estado no está acostumbrado a armar una universidad desde cero. Desde hace muchas décadas no hace esto. Por tanto, tenemos poca experiencia en cómo avanzar, cuáles son los primeros pasos. Está siempre la tentación a armar mucha infraestructura. Y les hemos pedido a los rectores tener especial cuidado en el plan más bien desde el punto de vista de la enseñanza, de las carreras, de la investigación pertinente en cada caso. Y están trabajando en eso.



Creo que los parlamentarios, desde los lugares respectivos, también nos ayudarían a interactuar con los rectores para contribuir al buen lanzamiento de las universidades en comento.



En un caso hemos visto más discusiones sobre localización de sedes que acerca de qué tipo de carreras impartir y qué clase de investigación realizar.



Nos gustaría mover ese eje hacia lo segundo y no hacia lo primero.



En cualquier caso, tenemos en el Tesoro Público recursos para financiar avances de infraestructura en la medida que haya una buena racionalización.



Incluso más: queremos hacer traspasos de dinero este año para que se pueda comenzar a armar cierta infraestructura.



De nuevo: queremos estar seguros de que esa infraestructura es útil para los planes de mediano plazo y no armar algo que después no vaya a servir.



En el caso de la región de Aisén, por ejemplo, existe allí otra universidad. Hay que pensar en cómo se compatibilizan ambas.



En el de O’Higgins, la idea es bastante más simple, en el sentido de que la Región es mucho más grande. Además, el hecho de estar cerca de Santiago podría simplificar los viajes de estudiantes y de académicos.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Romilio Gutiérrez.

El Diputado señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, en el caso de la JUNAEB, la Subsecretaria explicó lo relativo a las manipuladoras de alimentos en la línea de lo que planteó el Senador Montes.



Ahora, si bien se ha avanzado en resolver los protocolos de acuerdo, el bono de productividad, al aumentar el indicador, va a significar el despido de funcionarias.



Eso no está dentro de ninguna negociación; no se ha dicho con total claridad, y, evidentemente, pone en alerta a los gremios y también provoca dudas respecto a cuál es el número adecuado de funcionarias que debe haber con relación a la matrícula del establecimiento educacional.



En tal sentido, sería bueno que el Ministerio viera esa situación, porque puede complicar el funcionamiento de dichos establecimientos.



En cuanto a los VTF y a la JUNJI, valoro lo que dijo la Subsecretaria en el sentido de no repetir lo que ocurrió en el Gobierno del Presidente Piñera cuando se aumentó en 27 por ciento la transferencia de recursos y no todos ellos se utilizaron para  mejorar las condiciones de trabajo y, especialmente, los sueldos de las funcionarias.



Si eso se pudiera hacer de mejor manera, sería bueno. Pero es urgente que el problema se resuelva en 2015: en qué queda el protocolo y cuál es el efecto inmediato en mejorar las condiciones laborales tanto de las técnicas como de las profesionales que trabajan en los jardines administrados por los municipios.



Respecto de la JUNJI, el gremio ha manifestado preocupación por asegurar 1.700 millones para el mejoramiento de grados, de acuerdo a la ley que se aprobó el año pasado. 



Al parecer, en la Subcomisión Especial Mixta hubo acuerdo para ingresar una glosa que establezca que 1.700 millones se destinan específicamente a aquello.



Ojalá que eso se concrete cuanto antes.



Tocante a la gratuidad, creo que es una fórmula que ha generado mucha incertidumbre. Pero a nosotros nos preocupa especialmente lo relativo a los CFT e IP.



Por ejemplo, en la Séptima Región ningún CFT ni ningún IP tendrían derecho a que sus estudiantes recibieran ese beneficio.



Tenemos un caso concreto: el del CFT San Agustín.



Ese Centro pertenece del Obispado de Talca, pero jurídicamente es una institución con fines de lucro. Atiende población con alto índice de vulnerabilidad. Las familias se han estado endeudando para poder garantizar la educación de sus hijos. Y lamentablemente, por el requisito impuesto, queda fuera de dicho beneficio.



Evidentemente, se trata de una urgencia.



Por eso, creo que incrementar la Beca Nuevo Milenio es una buena alternativa.



La Subcomisión, por unanimidad, acordó solicitarle al Gobierno elevarla, de los actuales 600 mil pesos, a 900 mil. Ello permitiría un acercamiento al arancel real.



Por cierto, hay que poner un techo al reajuste de dicho arancel, de manera que la diferencia no se siga manteniendo y, ojalá, los alumnos queden sin deuda.



Tocante al planteamiento del Gobierno en cuanto a bajar el aporte fiscal indirecto a la mitad -el Ministro dijo que las universidades que reciben AFI no se van a ver perjudicadas-, no entiendo la situación: si los recursos se van a utilizar para las mismas instituciones en iguales montos, no tiene sentido cambiar el mecanismo.



Quizás debiera mantenerse el mecanismo y tal vez aquí se requieren aportes extraordinarios para avanzar en el mejoramiento de las condiciones de acceso y cobertura en educación superior.



Ya se ha hecho mención de las universidades. Y me parece bien que se esté conversando sobre la creación de dos: la de la Región de O’Higgins y la de la Región de Aisén.



Pero hay otra propuesta del Ejecutivo, que también forma parte del Programa de Gobierno: la creación de quince CFT estatales a lo largo del país. 



En la discusión legislativa se había planteado una gradualidad de seis años para la construcción de los referidos quince CFT.



Eso fue rechazado en la Cámara de Diputados, pues nosotros estimamos que la gradualidad debe ser en virtud del compromiso regional. Y si en tres años, como planteaba el proyecto original, pudiéramos tener los quince CFT funcionando, sería lo ideal.



Sin duda, en muchos lugares falta de oferta técnica en educación superior Pero, claramente, los 7 mil millones de pesos considerados en el Presupuesto no alcanzan para la construcción y puesta en marcha de los primeros CFT.



A ese respecto, creo que debe existir claridad en cuanto a si a los Gobiernos Regionales se les va a exigir hacer un aporte o si habrá aporte estatal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Santana.

El Diputado señor SANTANA.- Señor Presidente, yo también quero plantear la situación de las manipuladoras de alimentos, lo que ya hicimos en el debate de la Cuarta Subcomisión.



Hasta hace pocos minutos hemos recibido información de distintos gremios de ese sector en el sentido de que el acuerdo con el Gobierno para llegar a un salario líquido de 300 mil pesos no se estaría cumpliendo. Dicen que se firmó un protocolo, el que se ha extendido, y que el último compromiso era en cuanto a que la medida regiría a contar de marzo del próximo año, lo que al parecer no va a ocurrir.



Sin embargo, escuchamos al Ejecutivo expresar: “Aquí no hay problemas, está todo bien, se resolvió la situación y están todos felices”. 



Entonces, a quiénes representan las personas que nos están señalando que sí hay problemas; que el Gobierno no está cumpliendo el protocolo, y que lo planteado por el Director de la JUNAEB hace un par de días en términos del acuerdo no es cien por ciento real.



Como hemos dicho en varias oportunidades, las señales que hay que entregar como Estado, si existe el compromiso de mejorar la educación pública, deben ser en la línea de que el servicio en cuestión, que está tercerizado, no genere ruidos. Porque, aunque esté tercerizado, es parte del proceso de la educación: se trata de alimentación que se entrega a millones de estudiantes a lo largo de nuestro territorio.



Ese problema, señor Presidente, como se manifestó en la Cuarta Subcomisión, debe resolverse antes de votar esta Partida. Pero tiene que haber algo que nos dé claridad y tranquilidad, y no dos versiones distintas sobre la situación registrada.



Entiendo que esta tarde vamos a continuar el debate sobre la Partida Ministerio de Educación.



Pues bien, ya hemos planteado en muchas oportunidades que no estamos de acuerdo con este proceso, que discrimina, que sesga, que es ideológico al momento de determinar qué instituciones, y por defecto qué estudiantes, van a tener acceso a la gratuidad.



Pero analicemos por distritos, por regiones. Y, como es factible que aquí corramos el mismo riesgo, ojalá que se pueda entregar la misma señal que se dio ayer a propósito de la Partida Ministerio de Salud.



Por ejemplo, en mi distrito, del cien por ciento de los alumnos que estudian en CFT o IP, ninguno va a recibir el beneficio -¡ninguno!, ¡cero por ciento!-, dada la forma como lo propone hoy día el Gobierno. Y si lo llevamos al nivel regional, en la Décima Región solo lo recibirá 1,4 por ciento de quienes estudian en alguno de esos establecimientos.



El nivel de marginalidad que tiene este beneficio no nos permite entregar nuestro voto favorable.



No lo hicimos en la Cuarta Subcomisión.



Entiendo que el Senador Montes estaba desplegando grandes esfuerzos para que el Gobierno formulara una propuesta distinta. Pero a esta altura, siendo las 13:44 y teniendo que votar por la tarde, no vemos ninguna señal en contrario.



En consecuencia, señor Presidente, ya que estamos a punto de hacer un break para el almuerzo, manifiesto mi deseo de que esta tarde podamos debatir sobre la base de realidades concretas que nos permitan emitir un voto en conciencia.



Como dije, si esto no mejora y si vemos regiones, como la mía, donde solo el 1,4 por ciento de los educandos va a recibir el beneficio (si lo llevo a la provincia de Chiloé, ¡no lo recibirá ningún alumno vulnerable que esté estudiando en un CFT o en un IP!), no hay más que votar en contra del presupuesto que se nos propone.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se halla en la Sala ninguno de los Diputados inscritos a continuación, porque están votando en la Cámara.



En consecuencia, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 13:46.
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